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CORTE CONSTITUCIONAL 
  
  

SENTENCIA T-051/16 
  
  
BOGOTÁ, D.C., 10 DE FEBRERO DE DOS MIL DIECISÉIS (2016) 
  
REFERENCIA: EXPEDIENTES T-5.149.274, T-5.151.135 Y T-
5.151.136 (ACUMULADOS) 
MAGISTRADO PONENTE: GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO 
  
DEMANDANTES: MARÍA EUGENIA GAVIRIA QUINTERO, MARIZULY NARANJO PARRA Y LUZ 
ALMA OSORIO MARTÍNEZ 
  
DEMANDADOS: SECRETARÍA DE MOVILIDAD DE MEDELLÍN Y SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y 
TRANSPORTE DE ARJONA (BOLÍVAR) 
  
  
LA SALA CUARTA DE REVISIÓN DE LA CORTE CONSTITUCIONAL, INTEGRADA POR LOS 
MAGISTRADOS GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO, JORGE IVÁN PALACIO PALACIO 
Y GLORIA STELLA ORTIZDELGADO, EN EJERCICIO DE SUS COMPETENCIAS 
CONSTITUCIONALES Y LEGALES, HA PRONUNCIADO LA SIGUIENTE 
  
SENTENCIA 
  
EN LA REVISIÓN DE LA SENTENCIA DE TUTELA PROFERIDA POR EL JUZGADO OCTAVO 
CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE MEDELLÍN, DENTRO DEL EXPEDIENTE T-5.149.274, Y 
DE LOS FALLOS DE TUTELA DICTADOS POR EL JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL 
DE ARJONA (BOLÍVAR), DENTRO DE LOS EXPEDIENTES T-5.151.135 Y T-5.151.136. 
  
LOS MENCIONADOS EXPEDIENTES FUERON ESCOGIDOS PARA REVISIÓN POR LA SALA 
DE SELECCIÓN NÚMERO 9, POR MEDIO DE AUTO DEL 28 DE SEPTIEMBRE DE 2015 Y, POR 
PRESENTAR UNIDAD EN LA MATERIA, SE ACUMULARON PARA SER DECIDIDOS EN UNA 
MISMA SENTENCIA. 
  
I. ANTECEDENTES DEL EXPEDIENTE T-5.149.274 
  
1. LA SOLICITUD 
  
LA DEMANDANTE, MARÍA EUGENIA GAVIRIA QUINTERO, PRESENTÓ ACCIÓN DE TUTELA 
CONTRA DE LA SECRETARÍA DE MOVILIDAD DE MEDELLÍN PARA QUE LE FUERA 
PROTEGIDO SU DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO, EL CUAL CONSIDERA 
FUE VULNERADO POR LA MENCIONADA ENTIDAD, AL NOTIFICARLE, DE MANERA 
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INDEBIDA, UN COMPARENDO EN SU CONTRA E IMPONERLE LA SANCIÓN 
CORRESPONDIENTE.  
  
2. HECHOS 
  
2.1. SEGÚN LO INDICÓ LA ACCIONANTE, EL 16 DE AGOSTO DE 2013, SE DETECTÓ POR 
MEDIOS TECNOLÓGICOS UNA INFRACCIÓN CAUSADA EN UN VEHÍCULO DE SU 
PROPIEDAD, IDENTIFICADO CON PLACAS CVT 940, LA CUAL QUEDÓ REGISTRADA CON EL 
NÚMERO DE COMPARENDO D05001000000005398631, CUYA MULTA ASCIENDE A UN 
VALOR DE $294.800. 
                                                   
2.2. RESALTA QUE EL RESPECTIVO COMPARENDO NO LE FUE NOTIFICADO DENTRO DEL 
TÉRMINO ESTIPULADO EN LA LEY Y QUE SOLO TUVO CONOCIMIENTO DE ÉL “TIEMPO 
DESPUÉS” AL INGRESAR AL SISTEMA INTEGRADO DE INFORMACIÓN SOBRE MULTAS Y 
SANCIONES POR INFRACCIONES DE TRÁNSITO, SIMIT. CUANDO LA SECRETARÍA DE 
MOVILIDAD INTENTÓ REALIZAR LA NOTIFICACIÓN, LO QUE OCURRIÓ EN DOS OCASIONES 
SEGÚN EXPONE EN SU DEMANDA LA ACCIONANTE, SE REPORTÓ LA NOVEDAD DE QUE 
LA DIRECCIÓN A LA QUE SE ENVIÓ “SE ENCONTRABA CERRADA”, POR LO QUE LA 
ENTIDAD DEMANDADA PROCEDIÓ A REALIZAR LA NOTIFICACIÓN POR “EDICTO” EL 29 DE 
NOVIEMBRE DE 2013. 
  
2.3. EN RAZÓN DE LO ANTERIOR, EL 18 DE JUNIO DE 2015, PRESENTÓ ACCIÓN DE TUTELA 
EN PROCURA DE SALVAGUARDAR SU DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO, 
POR CONSIDERAR QUE LE FUE VULNERADO, POR LA SECRETARÍA DE MOVILIDAD 
DE MEDELLÍN, AL NOTIFICARLE DE MANERA EXTEMPORÁNEA EL COMPARENDO SIN 
CUMPLIR CON LOS TÉRMINOS DE LEY. 
  
3. PRETENSIONES 
  
LA ACTORA SOLICITA QUE LE SEA AMPARADO SU DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO 
PROCESO Y, COMO CONSECUENCIA DE ELLO, SE ORDENE A LA ENTIDAD ACCIONADA 
QUE DECLARE LA NULIDAD DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO ADELANTADO Y QUE 
CONCLUYÓ CON EL COMPARENDO MENCIONADO Y SE ELIMINE LA SANCIÓN QUE LE FUE 
IMPUESTA, ASÍ COMO SU CORRESPONDIENTE REGISTRO DE LAS BASES DE DATOS, EN 
ESPECIAL, DEL SIMIT. 
  
4. PRUEBAS 
  
EN EL EXPEDIENTE T-5.149.274 REPOSAN LAS SIGUIENTES PRUEBAS: 
  
-                      COPIA DEL COMPARENDO D05001000000005398631, DEL 16 DE AGOSTO DE 2013 
(FOLIO 3). 
-                      COPIA DE LA GUÍA DE REENVÍO DE NOTIFICACIÓN DEL 27 DE AGOSTO DE 2013 
(FOLIO 4). 
-                      COPIA DE LA CONSTANCIA EMITIDA POR LA SECRETARÍA DE MOVILIDAD 
DE MEDELLÍN, EL 6 DE DICIEMBRE DE 2013, EN LA CUAL SE INDICA QUE EL 
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PROCEDIMIENTO DE NOTIFICACIÓN SE SURTIÓ EL 16 DE AGOSTO DE 2013 CON LA 
DIRECCIÓN QUE REPOSA EN LA BASE DE DATOS DE SU ENTIDAD (FOLIO 13). 
-                      COPIA DE LA CONSTANCIA SECRETARIAL EMITIDA EL 29 DE NOVIEMBRE DE 2013 
POR LA SECRETARÍA DE MOVILIDAD, EN LA QUE SE DEJA EVIDENCIA DE LA CITACIÓN 
PARA NOTIFICACIÓN PERSONAL PUBLICADA EN LA CARTELERA Y EN LA PÁGINA WEB DE 
LA ENTIDAD Y SE PRECISA QUE LA MISMA FUE FIJADA DESDE EL DÍA 22 HASTA EL 28 DE 
NOVIEMBRE (FOLIO 15 DEL CUADERNO 2). 
-                      COPIA DE LA CONSTANCIA SECRETARIAL EXPEDIDA EL 7 DE DICIEMBRE DE 2013 
POR LA SECRETARÍA DE MOVILIDAD, EN LA CUAL SE DEJA EVIDENCIA DE NOTIFICACIÓN 
POR AVISO, PUBLICADA EN LA CARTELERA Y EN LA PÁGINA WEB DE LA ENTIDAD DESDE 
EL 29 DE NOVIEMBRE HASTA EL DEL 6 DE DICIEMBRE DE 2013 (FOLIO 16 DEL CUADERNO 
2). 
-                      COPIA DE LA CONSTANCIA DE LA SECRETARÍA DE MOVILIDAD, EN LA QUE SE 
OBSERVA: 
(I)            DECLARACIÓN DE APERTURA DE INVESTIGACIÓN CONTRAVENCIONAL. NO INDICA 
FECHA. 
(II)           CONSTANCIA DE QUE SE SURTIÓ LA NOTIFICACIÓN POR AVISO A PARTIR DEL 9 DE 
DICIEMBRE DE 2013. 
(III)          CONSTANCIA DE HABER CONVOCADO A AUDIENCIA PÚBLICA EL 22 DE ENERO DE 
2014. 
(IV)         CONSTANCIA DE APERTURA DE AUDIENCIA PÚBLICA EL 31 DE ENERO DE 2014. 
(FOLIO 17 DEL CUADERNO 2). 
-                      COPIA DE LA RESOLUCIÓN NO. 0000081079 DE 31 DE ENERO DE 2014, POR 
MEDIO DE LA CUAL SE IMPONE SANCIÓN A LA ACCIONANTE (FOLIOS 18, 19 Y 20 DEL 
CUADERNO 2). 
  
5. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
  
LA SECRETARÍA DE MOVILIDAD DE MEDELLÍN, A TRAVÉS DEL INSPECTOR TRECE DE 
POLICÍA URBANA, SOLICITA DECLARAR IMPROCEDENTE LA ACCIÓN DE TUTELA BAJO LOS 
ARGUMENTOS QUE SE EXPONEN A CONTINUACIÓN: 
  
SE AGOTARON TODOS LOS MEDIOS DE NOTIFICACIÓN POSIBLES. EN PRIMER LUGAR, SE 
INTENTÓ NOTIFICAR POR CORREO A LA ÚNICA DIRECCIÓN QUE SE TENÍA DE LA 
PETICIONARIA, PERO LA EMPRESA REPORTÓ LA NOVEDAD DE “DIRECCIÓN CERRADA”, 
POR LO QUE SE PROCEDIÓ A REALIZAR LA CITACIÓN PARA NOTIFICACIÓN PERSONAL Y, 
LUEGO, LA NOTIFICACIÓN POR AVISO. SIN EMBARGO, LA ACCIONANTE NO COMPARECIÓ 
AL PROCESO. SEGÚN LAS PRUEBAS ALLEGADAS POR LA SECRETARÍA, LAS 
NOTIFICACIONES MENCIONADAS SE SURTIERON LOS DÍAS 27 DE AGOSTO, 28 DE 
NOVIEMBRE Y 6 DE DICIEMBRE DE 2013. 
  
POR LO ANTERIOR, SEÑALA QUE A LA ACTORA SE LE RESPETARON LAS GARANTÍAS 
PROPIAS DEL DEBIDO PROCESO Y, POR CONSIGUIENTE, ESTUVO FACULTADA PARA 
COMPARECER Y EJERCER SU DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN. AL NO 
HACERLO, SE LE IMPUSO LA CORRESPONDIENTE MULTA. 
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MENCIONA ADEMÁS QUE LA SEÑORA MARÍA EUGENIA GAVIRIA QUINTERO ESTABA EN LA 
OBLIGACIÓN DE ACTUALIZAR LOS DATOS QUE SE REPORTAN EN EL SIMIT Y ENFATIZA 
QUE, EN LOS PROCESOS SURTIDOS CON OCASIÓN DE “FOTODETECCIONES”, SE 
VINCULA A LA PERSONA REGISTRADA COMO PROPIETARIA DEL VEHÍCULO CUANDO SE 
COMETIÓ LA INFRACCIÓN. ASÍ MISMO, DESTACA QUE EXISTE UNA PRÁCTICA UNIFORME 
PARA ESQUIVAR LAS NOTIFICACIONES POR COMPARENDOS. 
  
COMO COLOFÓN, MANIFIESTA QUE LA ACCIÓN DE TUTELA NO ES EL MEDIO IDÓNEO 
PARA DEBATIR ESTE ASUNTO, YA QUE EXISTEN OTROS MECANISMOS JUDICIALES DE 
DEFENSA. IGUALMENTE SEÑALA QUE NO SE OBSERVA UN PERJUICIO IRREMEDIABLE Y, 
QUE, ADEMÁS, NO SE CUMPLE CON EL REQUISITO DE INMEDIATEZ. 
  
IV. DECISIÓN JUDICIAL OBJETO DE REVISIÓN 
  
EL JUZGADO OCTAVO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE MEDELLÍN, MEDIANTE 
SENTENCIA DEL 2 DE JULIO DE 2015, ACCEDIÓ A LAS PRETENSIONES DE LA ACCIÓN DE 
AMPARO, AL CONSIDERAR QUE SE VULNERARON LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE 
LA ACCIONANTE AL DEBIDO PROCESO, DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN, EN RAZÓN DE 
QUE LA NOTIFICACIÓN DEL COMPARENDO SE SURTIÓ POR FUERA DEL TÉRMINO 
ESTABLECIDO EN LA LEY Y ÚNICAMENTE SE INTENTÓ REALIZAR POR MEDIO DE CORREO 
UNA SOLA VEZ, SIN LOGRAR SU OBJETIVO, COMO SE REQUIERE, CON LO QUE SE 
AFECTÓ, DE MANERA GRAVE, EL DERECHO DE DEFENSA, CONTRADICCIÓN Y DEBIDO 
PROCESO. 
  
EN CONSECUENCIA, DECLARÓ LA NULIDAD DEL TRÁMITE CONTRAVENCIONAL A PARTIR 
DEL PROCEDIMIENTO DE NOTIFICACIÓN DEL COMPARENDO D05001000000005398631 Y, 
POR ENDE, DE LA RESOLUCIÓN NO. 0000081079  DEL 31 DE ENERO DE 2014, POR MEDIO 
DE LA CUAL SE IMPUSO LA SANCIÓN. ADICIONALMENTE, ORDENÓ REALIZAR LA 
CORRESPONDIENTE NOTIFICACIÓN POR MEDIO DE CORREO CERTIFICADO EN UN 
TÉRMINO DE 48 HORAS. 
  
III. ANTECEDENTES DEL EXPEDIENTE T-5.151.135 
  
1. LA SOLICITUD 
  
LA DEMANDANTE, MARIZULY NARANJO PARRA, PRESENTÓ ACCIÓN DE TUTELA CONTRA 
LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE ARJONA (BOLÍVAR) PARA QUE LE 
FUERAN PROTEGIDOS SUS DERECHOS FUNDAMENTALES AL DEBIDO PROCESO Y A LA 
IGUALDAD. ESTOS FUERON PRESUNTAMENTE VULNERADOS POR DICHA ENTIDAD EN 
RAZÓN DE QUE LE IMPUSO DOS MULTAS SIN LA PREVIA NOTIFICACIÓN DE LOS 
COMPARENDOS CORRESPONDIENTES.  
  
2. HECHOS 
  
2.1. EL 19 DE FEBRERO DE 2015, LA ACCIONANTE RECIBIÓ DOS OFICIOS ENVIADOS POR 
LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE ARJONA (BOLÍVAR) EN LOS QUE LE 
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INFORMARON QUE SOBRE SU VEHÍCULO, IDENTIFICADO CON PLACAS MVR 739, SE 
REGISTRARON DOS MULTAS POR VALOR DE $308.000 CADA UNA, RADICADAS EN EL 
SISTEMA CON LOS NÚMEROS ARF2014006345 YARF2014006347, CORRESPONDIENTES A 
LOS COMPARENDOS ARJ0006879, DEL 26 DE JUNIO DE 2014, Y ARJ0006922, DEL 27 DE 
JUNIO DEL MISMO AÑO, RESPECTIVAMENTE.  
  
2.2. DOS DÍAS DESPUÉS, EL 21 DE FEBRERO DE 2015, LA ACCIONANTE, HACIENDO USO 
DEL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN, SE DIRIGIÓ A LA ENTIDAD DEMANDADA 
PARA QUE SE DEJARA SIN EFECTO JURÍDICO LA ACTUACIÓN SURTIDA EN SU CONTRA, 
AL CONSIDERAR QUE SE HABÍAN DESCONOCIDO LOS PRECEPTOS NORMATIVOS DEL 
CÓDIGO NACIONAL DE TRÁNSITO, LEY 769 DE 2002, Y SOLICITÓ QUE SE DECLARARA SU 
CADUCIDAD EN APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 161 DEL MISMO TEXTO. 
  
2.3. SIN OBTENER RESPUESTA, EL 16 DE ABRIL SIGUIENTE, SOLICITÓ COPIA DE LA GUÍA 
DE ENVÍO CUYO RECIBIDO ESTÁ FIRMADO POR ELLA, CON EL FIN DE OBTENER UNA 
PRUEBA DE LA NOTIFICACIÓN, SIN EMBARGO ESTA PETICIÓN TAMPOCO FUE 
RESPONDIDA Y, POR EL CONTRARIO, EL 22 DE MAYO SIGUIENTE, RECIBIÓ DOS NUEVOS 
OFICIOS, EN LOS QUE SE LE CITÓ PARA COMPARECER A LA NOTIFICACIÓN PERSONAL 
DE DOS MANDAMIENTOS DE PAGO LIBRADOS EN SU CONTRA. 
  
2.4. POR LO ANTERIOR, ALEGA QUE NO FUE NOTIFICADA DENTRO DE LOS TRES DÍAS 
SIGUIENTES A LA FECHA EN QUE PRESUNTAMENTE SE COMETIÓ LA INFRACCIÓN, LO 
QUE LE IMPIDIÓ EJERCER SU DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN. POR ESTE 
MOTIVO, EL 21 DE MAYO DE 2015, PRESENTÓ ACCIÓN DE TUTELA PRETENDIENDO LA 
PROTECCIÓN DE SUS DERECHOS FUNDAMENTALES AL DEBIDO PROCESO, AL DERECHO 
DE PETICIÓN Y A LA IGUALDAD, PRESUNTAMENTE VULNERADOS POR LA SECRETARÍA DE 
TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE ARJONA (BOLÍVAR). 
  
3. PRETENSIONES 
  
LA ACCIONANTE SOLICITA QUE LE SEAN AMPARADOS SUS DERECHOS 
FUNDAMENTALES AL DEBIDO PROCESO, DE PETICIÓN Y A LA IGUALDAD Y, COMO 
CONSECUENCIA DE ELLO, SE ELIMINE Y EXONERE DEL PAGO DE LAS MULTAS 
REGISTRADAS CON LOS NÚMEROS ARF2014006345 Y ARF2014006347, PRODUCTO DE LAS 
INFRACCIONES QUE ORIGINARON LOS COMPARENDOS ARJ0006879 YARJ0006922 Y, A SU 
VEZ, SE ELIMINE EL CORRESPONDIENTE REGISTRO DEL SIMIT. 
  
4. PRUEBAS RELEVANTES 
  
EN EL EXPEDIENTE T-5.151.135 REPOSAN LAS SIGUIENTES PRUEBAS: 
  
-                      COPIA DE LA CÉDULA DE CIUDADANÍA DE LA SEÑORA MARIZULY NARANJO 
PARRA (FOLIOS 6). 
-                      COPIA DEL ESCRITO DE PETICIÓN PRESENTADO EL 20 DE FEBRERO DE 2015, 
DIRIGIDO A LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE ARJONA (BOLÍVAR) Y LA 
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CONSTANCIA DE ENVÍO DESERVIENTREGA, DEL 21 DE FEBRERO DE 2015 (FOLIOS 7, 8 Y 
9). 
-                      COPIA DEL ESCRITO DE PETICIÓN DEL 15 DE ABRIL DE 2015 DIRIGIDO A LA 
SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE ARJONA (BOLÍVAR) Y LA CONSTANCIA DE 
ENVÍO, A TRAVÉS DE LA EMPRESA ENVÍA, DEL 16 DE FEBRERO DE 2015 (FOLIOS 10, 11 Y 
12). 
-                      COPIA DE DOS OFICIOS DEL 28 DE ENERO DE 2015, ENVIADOS POR LA 

SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE ARJONA (BOLÍVAR), INFORMANDO A LA 
ACTORA QUE TIENE DOS OBLIGACIONES PECUNIARIAS PENDIENTES POR LAS MULTAS 
REGISTRADAS BAJO LOS NÚMEROS DE RADICADO ARF2014006345 Y ARF2014006347. 
(FOLIOS 13 Y 14). 
-                      COPIA DE DOS OFICIOS REMITIDOS POR LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y 
TRANSPORTE DE ARJONA (BOLÍVAR) A LA SEÑORA MARIZULY NARANJO PARRA, EN LOS 
CUALES SE LE CITA PARA QUE SE NOTIFIQUE PERSONALMENTE DEL MANDAMIENTO DE 
PAGO LIBRADO CON OCASIÓN DE LAS MENCIONADAS MULTAS (FOLIOS 15 Y 16). 
-                      COPIA DE LA RESPUESTA A LA PETICIÓN PRESENTADA POR LA ACCIONANTE, 

EMITIDA POR LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE ARJONA DEL 10 DE 
MARZO DE 2015 Y COPIA DE LA CONSTANCIA DE ENVÍO SIN FECHA ESPECÍFICA (FOLIO 
26, 27, 28 Y 29 DEL CUADERNO 2). 
  
5. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
  
LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE ARJONA (BOLÍVAR), POR MEDIO DE 
ESCRITO PRESENTADO EL 17 DE JUNIO DE 2015, SOLICITÓ DECLARAR IMPROCEDENTE 
LA ACCIÓN DE TUTELA, DEBIDO A QUE, SE REALIZÓ LA CORRESPONDIENTE 
NOTIFICACIÓN DE LOS COMPARENDOS A LA PARTE ACTORA, POR LO QUE ESTA TUVO LA 
OPORTUNIDAD PARA EJERCER SU DERECHO DE DEFENSA. 
  
SEÑALA QUE LOS COMPARENDOS FUERON ENVIADOS A LA PARTE ACCIONANTE A 
TRAVÉS DE LA EMPRESA DE MENSAJERÍA PRONTICOURIER, PERO FUERON DEVUELTOS 
Y SE REPORTÓ LA NOVEDAD DE “INTENTO FALLIDO, DEVOLUCIÓN DIRECCIÓN 
INCORRECTA”, TRAS LO CUAL SE PROCEDIÓ A REALIZAR LA CORRESPONDIENTE 
NOTIFICACIÓN POR AVISO. NO SE ESPECIFICA LA FECHA DE LAS MENCIONADAS 
DILIGENCIAS NI SE ANEXA PRUEBA DE LAS MISMAS. 
  
POSTERIORMENTE, SEGÚN SE INFORMA, “FUERON CONCEDIDOS LOS TÉRMINOS DE 
DESCUENTO” Y SE BRINDÓ A LA ACTORA LA POSIBILIDAD DE ACCEDER A FACILIDADES 
DE PAGO (ARTÍCULO 136 DE LA LEY 769 DE 2002). AUN ASÍ, LA ACCIONANTE NO ACUDIÓ 
Y, POR ENDE, “NO SOLICITÓ” LA AUDIENCIA PÚBLICA DETERMINADA POR LEY PARA 
AQUELLOS CASOS EN QUE EL PRESUNTO CONTRAVENTOR NO ESTÁ DE ACUERDO CON 
LA INFRACCIÓN DE LA CUAL ES ACUSADO. A PESAR DE ELLO, SEGÚN CONSTA A FOLIO 
28, LA ACCIONADA MANIFIESTA QUE REALIZÓ LAS CORRESPONDIENTES AUDIENCIAS 
POR LOS DOS COMPARENDOS REGISTRADOS Y, DESPUÉS DE ELLO, SE IMPUSIERON LAS 
SANCIONES PERTINENTES EL 30 DE SEPTIEMBRE DE 2014. 
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LA PARTE ACCIONADA CONCLUYE QUE LA DECISIÓN DE IMPONER LAS MULTAS NO 
OBEDECIÓ A UNA DECISIÓN ARBITRARIA SINO QUE, POR EL CONTRARIO, FUE AJUSTADA 
A LA NORMATIVIDAD VIGENTE QUE REGULA LA MATERIA. 
  
FRENTE “AL DERECHO DE PETICIÓN” SE MANIFIESTA QUE “NO TIENE REPORTE DEL 
MISMO”. SEGÚN SE INDICA, UNA VEZ FUE RECIBIDA LA TUTELA SE ENVIÓ RESPUESTA DE 
LA SOLICITUD POR MEDIO DE CORREO ELECTRÓNICO, POR LO QUE CALIFICA ESTA 
POSIBLE VULNERACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL AL DERECHO DE PETICIÓN COMO 
UN HECHO SUPERADO. 
  
EN LA RESPUESTA EMITIDA SE INFORMA QUE NO ES POSIBLE ACCEDER A LA SOLICITUD 
DE CADUCIDAD, TODA VEZ QUE SE DESARROLLÓ LA AUDIENCIA PÚBLICA DE QUE TRATA 
EL ARTÍCULO 136 DEL CÓDIGO NACIONAL DE TRÁNSITO, LA CUAL INTERRUMPE EL 
TÉRMINO DE TAL FIGURA PROCESAL. A SU VEZ, SEÑALA QUE LA NOTIFICACIÓN NO SE 
PUDO ENTREGAR PORQUE LA “DIRECCIÓN SE ENCONTRABA CERRADA”. 
  
IV. DECISION JUDICIAL OBJETO DE REVISIÓN 
  
MEDIANTE SENTENCIA DEL 18 DE JUNIO DE 2015, EL JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL 
DE ARJONA (BOLÍVAR) TUTELÓ EL DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO DE LA 
SEÑORA MARIZULYNARANJO PARRA. 
  
EN CONSECUENCIA, ORDENÓ ANULAR LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS EXPEDIDOS 
CONTRA LA ACCIONANTE E INICIAR NUEVAMENTE EL RESPECTIVO PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO PARA BRINDARLE PLENAS GARANTÍAS PROCESALES. EN ESA MISMA 
LÍNEA, ORDENÓ ELIMINAR DEL SIMIT LAS “ÓRDENES DE COMPARENDO HASTA QUE NO 
SE REALICE EL PROCESO ADMINISTRATIVO SANCIONATORIO”. 
  
LO ANTERIOR, POR CUANTO EL JUEZ DE INSTANCIA CONSIDERÓ QUE LA SIMPLE FALTA 
DE COMPARECENCIA NO ES CAUSAL NI PRUEBA SUFICIENTE PARA IMPONER UNA 
SANCIÓN. DE SER ASÍ, EN EL PROCESO NO SE LOGRARÍA INDIVIDUALIZAR AL PRESUNTO 
INFRACTOR, COMO LO EXIGE LA LEY NI SE LE DA LA OPORTUNIDAD AL PROPIETARIO DE 
EJERCER SU DERECHO DE DEFENSA. 
  
EN CUANTO AL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN PRESUNTAMENTE VULNERADO, 
NEGÓ LA ACCIÓN DE AMPARO, AL CONSIDERAR QUE NO EXISTE EN EL EXPEDIENTE 
CONSTANCIA DE QUE LA SECRETARÍA DE MOVILIDAD HAYA RECIBIDO LAS PETICIONES 
QUE SEGÚN LA ACTORA FUERON PRESENTADAS. 
  
V. ANTECEDENTES DEL EXPEDIENTE T-5.151.136 
  
1. LA SOLICITUD 
  
LA DEMANDANTE, LUZ ALMA OSORIO MARTÍNEZ, PRESENTÓ ACCIÓN DE TUTELA CONTRA 
LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE ARJONA, BOLÍVAR, CON EL 
PROPÓSITO DE QUE LE FUERAN PROTEGIDOS SUS DERECHOS FUNDAMENTALES AL 
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DEBIDO PROCESO Y A LA IGUALDAD, LOS CUALES CONSIDERA VULNERADOS POR DICHA 
ENTIDAD, EN RAZÓN DE QUE NO LE FUE NOTIFICADO UN COMPARENDO, POR MEDIO DEL 
CUAL SE INICIÓ UNA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA, QUE DESENCADENÓ EN UNA 
SANCIÓN PECUNIARIA. 
  
2. HECHOS 
  
2.1. INDICA LA ACCIONANTE QUE, EL 3 DE ABRIL DE 2015, AL INTENTAR REALIZAR EL 
REGISTRO PARA LA VENTA DE SU AUTOMÓVIL, IDENTIFICADO CON PLACAS KFS 002, SE 
ENTERÓ DE LA EXISTENCIA DE UN COMPARENDO REGISTRADO SOBRE ESTE CON EL 
NÚMERO ARJ 0008034 DEL 29 DE JUNIO DE 2014 Y DE SU CORRESPONDIENTE MULTA, 
EQUIVALENTE AL VALOR DE $308.000, IMPUESTA EL 15 DE SEPTIEMBRE DE 2014. 
  
2.2. EL 8 DE ABRIL DE 2015, EN EJERCICIO DEL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN, 
SE DIRIGIÓ A LA ENTIDAD ACCIONADA PRETENDIENDO QUE SE APLICARA EL ARTÍCULO 
161 DE LA LEY 769 DEL 2002 Y, EN CONSECUENCIA, SE DECLARARA LA CADUCIDAD DEL 
PROCEDIMIENTO CONTRAVENCIONAL, REQUERIMIENTO QUE FUE RESPONDIDO DE 
MANERA INCOMPLETA EL 11 DE MAYO DE 2015. 
  
2.3. EN LA RESPUESTA, LA ENTIDAD ACCIONADA LE INFORMÓ A LA ACTORA SOBRE EL 
PROCESO SURTIDO EN SU CONTRA Y LE MANIFESTÓ QUE LA CADUCIDAD NO APLICA 
POR CUANTO SE CELEBRÓ LA AUDIENCIA PRESCRITA EN EL ARTÍCULO 136 DE LA LEY 
769 DE 2002, EL 15 DE SEPTIEMBRE DE 2014, LO CUAL INTERRUMPE EL TÉRMINO DE 
CADUCIDAD. 
  
2.4. INCONFORME CON LA ANTERIOR RESPUESTA ALEGA QUE EN SU CASO SE ESTÁ 
DESCONOCIENDO EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y SE ESTÁ APLICANDO 
UNA RESPONSABILIDAD OBJETIVA, LA CUAL ESTÁ PROSCRITA EN LA LEGISLACIÓN 
VIGENTE. 
  
2.5. ADVIERTE QUE EL COMPARENDO NO FUE NOTIFICADO Y, POR ENDE, NO PUDO 
EJERCER SU DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN, MOTIVO POR EL CUAL, EL 21 DE 
MAYO DE 2015, PRESENTÓ ACCIÓN DE TUTELA EN ARAS DE QUE EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL PROTEGIERA SU DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO. 
  
3. PRETENSIONES 
  
LA ACTORA SOLICITA QUE LE SEAN PROTEGIDOS SUS DERECHOS FUNDAMENTALES DE 
PETICIÓN Y AL DEBIDO PROCESO, PRESUNTAMENTE TRANSGREDIDOS POR LA 
SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE ARJONA, AL HABERLE IMPUESTO UNA 
SANCIÓN, FRUTO DE UN PROCEDIMIENTO CONTRAVENCIONAL, CUYO COMPARENDO NO 
LE FUE NOTIFICADO. EN CONSECUENCIA, SOLICITA QUE SE DECLARE LA NULIDAD DE LA 
INFRACCIÓN REGISTRADA, SE REPORTE EN EL SIMIT Y SE ELIMINEN LAS SANCIONES 
CORRESPONDIENTES. 
  
4. PRUEBAS 
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EN EL EXPEDIENTE T-5.151.136 EXISTEN LAS SIGUIENTES PRUEBAS: 
  
-                      COPIA DEL ESCRITO DE PETICIÓN PRESENTADO EL 8 DE ABRIL DE 2015 (FOLIOS 

5 Y 6 DEL CUADERNO 2). 
-                      COPIA DE LA RESPUESTA A LA PETICIÓN, EMITIDA POR LA SECRETARÍA DE 

TRÁNSITO Y TRANSPORTE DEL MUNICIPIO DE ARJONA (BOLÍVAR) DEL 11 DE MAYO DE 
2015 (FOLIOS 7, 8, 9 Y 10). 
-                      COPIA DEL DOCUMENTO DE NOTIFICACIÓN DE LA EMPRESA CONTRUSEÑALES-

ARG, DEL 10 DE JULIO DE 2014. 
  
5. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA 
  
LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE ARJONA (BOLÍVAR) SOLICITÓ 
DECLARAR IMPROCEDENTE LA ACCIÓN DE TUTELA BAJO LOS SIGUIENTES 
ARGUMENTOS:  
  
PARA COMENZAR ADVIERTE QUE, EN EL PRESENTE CASO, SE TIENEN COMO PRUEBAS 
FOTOS Y VIDEOS QUE PERMITEN DETERMINAR LA FECHA EN LA QUE SE INCURRIÓ EN LA 
INFRACCIÓN. PRECISA QUE NO SE “MUESTRA” AL CONDUCTOR CON EL FIN DE 
PROTEGER EL DERECHO FUNDAMENTAL A LA INTIMIDAD. 
  
SEGUIDAMENTE, SEÑALA QUE LA ACCIONADA SÍ FUE NOTIFICADA, POR LO QUE SE 
EVIDENCIA QUE TUVO LA OPORTUNIDAD, SEGÚN LA NORMATIVIDAD VIGENTE, DE 
EJERCER SU DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN

[1]
. 

  
FINALMENTE, SEÑALA QUE AL NO COMPARECER LA PRESUNTA INFRACTORA A LAS 
INSTALACIONES DE LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO, SE SIGUIÓ CON EL PROCESO 
ADMINISTRATIVO Y SE EXPIDIÓ LA RESOLUCIÓN ARF 2014003715, POR MEDIO DE LA 
CUAL SE IMPUSO LA SANCIÓN; RESALTA QUE LA CADUCIDAD NO APLICA EN EL 
PRESENTE CASO, YA QUE EL TÉRMINO FUE INTERRUMPIDO CON LA REALIZACIÓN DE LA 
AUDIENCIA REGULADA EN EL ARTÍCULO 136 DE LA LEY 769 DE 2002, EL 15 DE 
SEPTIEMBRE DE 2014. 
  
ASÍ LAS COSAS, REITERA QUE NO EXISTIÓ VULNERACIÓN DEL DERECHO FUNDAMENTAL 
AL DEBIDO PROCESO, PUES, EN SU CONSIDERACIÓN, SE SURTIÓ EL TRÁMITE DEL 
PROCESO CONTRAVENCIONAL SEGÚN EL MARCO JURÍDICO VIGENTE QUE REGULA LA 
MATERIA Y, EN ESE SENTIDO, SE RESPETÓ EL DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO 
PROCESO DE LA ACCIONANTE.  
  
IV. DECISIÓN JUDICIAL QUE SE REVISA 
  
MEDIANTE SENTENCIA DEL 3 DE JUNIO DE 2015, EL JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL 
DE ARJONA (BOLÍVAR) TUTELÓ EL DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO DE LA 
SEÑORA LUZ ALMAOSORIO MARTÍNEZ. EN CONSECUENCIA, ORDENÓ ANULAR LA 
RESOLUCIÓN Y EL PROCESO CONTRAVENCIONAL ADELANTADO EN SU CONTRA E 
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INICIARLO NUEVAMENTE, CON EL FIN DE PROTEGER SUS GARANTÍAS PROCESALES. 
IGUALMENTE, ORDENÓ ELIMINAR DEL SISTEMA SIMIT “LAS ÓRDENES DE COMPARENDO 
HASTA QUE NO SE REALICE EL PROCESO ADMINISTRATIVO SANCIONATORIO” A QUE 
HAYA LUGAR. 
  
LO ANTERIOR, DEBIDO A QUE, A SU JUICIO, LA SIMPLE FALTA DE ASISTENCIA AL 
PROCESO ADMINISTRATIVO NO ES CAUSAL NI PRUEBA SUFICIENTE PARA IMPONER UNA 
SANCIÓN. 
  
ADVIRTIÓ, ADEMÁS, QUE, DE ACUERDO CON LA NORMATIVIDAD VIGENTE, EN EL 
PROCESO SURTIDO CON OCASIÓN DE UNA INFRACCIÓN DE TRÁNSITO SE DEBE 
INDIVIDUALIZAR A QUIEN LA COMETIÓ Y PERMITIR QUE EJERZA SU DERECHO DE 
DEFENSA, LO CUAL NO SE LOGRÓ EN EL PROCESO OBJETO DE PRONUNCIAMIENTO, CON 
LO QUE SE CONFIGURÓ UN TIPO DE RESPONSABILIDAD OBJETIVA, AL IMPONER LA 
SANCIÓN AL PROPIETARIO SIN DEMOSTRAR SU CULPA. 
  
VII. FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE LA DECISIÓN 
  
1. COMPETENCIA 
  
A TRAVÉS DE ESTA SALA DE REVISIÓN, LA CORTE CONSTITUCIONAL ES COMPETENTE 
PARA EXAMINAR LAS SENTENCIAS PROFERIDAS DENTRO DE LOS PROCESOS 
REFERENCIADOS, CON FUNDAMENTO EN LO DISPUESTO POR LOS ARTÍCULOS 86 Y 241, 
NUMERAL 9º, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, EN CONCORDANCIA CON LOS ARTÍCULOS 
33 A 36 DEL DECRETO 2591 DE 1991. 
  
2. PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA 
  
2.1. LEGITIMACIÓN ACTIVA 
  
SEGÚN LO ESTABLECIDO EN EL ARTÍCULO 86 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, LA ACCIÓN 
DE TUTELA ES UN MECANISMO DE DEFENSA JUDICIAL PREFERENTE Y SUMARIO, AL QUE 
PUEDE ACUDIR CUALQUIER PERSONA CUANDO SUS DERECHOS FUNDAMENTALES 
RESULTEN VULNERADOS O AMENAZADOS POR LA ACCIÓN U OMISIÓN DE CUALQUIER 
AUTORIDAD PÚBLICA O DE LOS PARTICULARES EN LOS CASOS PREVISTOS EN LA LEY, Y 
NO EXISTA OTRO MECANISMO DE DEFENSA JUDICIAL QUE PERMITA UNA PROTECCIÓN 
EFECTIVA. 
  
EN ESTE SENTIDO, EL ARTÍCULO 10° DEL DECRETO 2591 DE 1991, “POR EL CUAL SE 
REGLAMENTA LA ACCIÓN DE TUTELA CONSAGRADA EN EL ARTÍCULO 86 DE LA 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA”, DETERMINA QUE: 
  
“LA ACCIÓN DE TUTELA PODRÁ SER EJERCIDA, EN TODO MOMENTO Y LUGAR, POR 
CUALQUIER PERSONA VULNERADA O AMENAZADA EN UNO DE SUS DERECHOS 
FUNDAMENTALES, QUIEN ACTUARÁ POR SÍ MISMA O A TRAVÉS DE REPRESENTANTE. 
LOS PODERES SE PRESUMIRÁN AUTÉNTICOS. 
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TAMBIÉN SE PUEDEN AGENCIAR DERECHOS AJENOS CUANDO EL TITULAR DE LOS 
MISMOS NO ESTÉ EN CONDICIONES DE PROMOVER SU PROPIA DEFENSA. CUANDO TAL 
CIRCUNSTANCIA OCURRA, DEBERÁ MANIFESTARSE EN LA SOLICITUD. 
  
TAMBIÉN PODRÁ EJERCERLA EL DEFENSOR DEL PUEBLO Y LOS PERSONEROS 
MUNICIPALES”. SUBRAYADO FUERA DE TEXTO. 
  
EN LOS CASOS BAJO ESTUDIO, LAS SEÑORAS 
MARÍA EUGENIA GAVIRIA QUINTERO, MARIZULY NARANJO PARRA Y LUZ 
ALMA OSORIO MARTÍNEZ  PRESENTARON LA ACCIÓN DE AMPARO EN NOMBRE PROPIO 
CON EL FIN DE OBTENER EL AMPARO DE SU DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO 
PROCESO, PRESUNTAMENTE VULNERADO, RAZÓN POR LA CUAL SE ESTIMAN 
LEGITIMADAS PARA ACTUAR EN EL PRESENTE PROCESO. 
  
2.2. LEGITIMACIÓN PASIVA 
  
SEGÚN LO ESTABLECIDO EN LOS ARTÍCULOS 5 Y 13 DEL DECRETO 2591 DE 1991, LA 
ACCIÓN DE TUTELA PROCEDE CONTRA CUALQUIER ACCIÓN U OMISIÓN EN QUE 
INCURRA UNA AUTORIDAD PÚBLICA. LA SECRETARÍA DE MOVILIDAD DE MEDELLÍN Y LA 
SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y TRANSPORTE DE ARJONA, SON ENTIDADES DE CARÁCTER 
PÚBLICO A LAS CUALES SE LES ATRIBUYE LA VIOLACIÓN DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE LAS ACCIONANTES, DE MODO QUE, ESTÁN LEGITIMADAS PARA 
ACTUAR COMO PARTE PASIVA. 
  
3. PROBLEMA JURÍDICO 
  
DE ACUERDO CON LA SITUACIÓN FÁCTICA EXPUESTA Y LAS DECISIONES DE INSTANCIA 
PROFERIDAS DENTRO DE LOS PROCESOS DE LA REFERENCIA, LE CORRESPONDE A LA 
SALA CUARTA DE REVISIÓN DE LA CORPORACIÓN DETERMINAR SI LA SECRETARÍA DE 
MOVILIDAD DE MEDELLÍN (EXPEDIENTE T-5.149.274) Y LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y 
TRANSPORTE DE ARJONA (EXPEDIENTES T-5.151.135 Y T-5.151.136) VULNERARON EL 
DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO DE LAS ACCIONANTES, AL IMPONERLES 
UNA SANCIÓN, COMO CONSECUENCIA DE UN PROCESO CONTRAVENCIONAL DEL CUAL 
PRESUNTAMENTE NO FUERON NOTIFICADAS. 
  
CON EL PROPÓSITO DE RESOLVER EL PROBLEMA JURÍDICO PLANTEADO, SE 
PROCEDERÁ A ESTUDIAR, PRINCIPALMENTE, LOS SIGUIENTES TEMAS: (I) PROCEDENCIA 
EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A ACTOS ADMINISTRATIVOS. 
VERIFICACIÓN DE REQUISITOS DE SUBSIDIARIDAD E INMEDIATEZ; (II) DEBIDO PROCESO 
ADMINISTRATIVO; (III) PRINCIPIO DE PUBLICIDAD, (IV) CARACTERÍSTICAS BÁSICAS DEL 
PROCESO ADMINISTRATIVO CONTRAVENCIONAL DE ACUERDO CON EL MARCO LEGAL Y 
JURISPRUDENCIAL VIGENTE PARA POSTERIORMENTE RESOLVER LOS CASOS 
CONCRETOS.  
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4. PROCEDENCIA EXCEPCIONAL DE LA ACCIÓN DE TUTELA FRENTE A ACTOS 
ADMINISTRATIVOS. VERIFICACIÓN DE REQUISITOS DE SUBSIDIARIDAD E INMEDIATEZ 
  
LA ACCIÓN DE TUTELA FUE REGULADA EN EL ARTÍCULO 86 DE LA CONSTITUCIÓN 
NACIONAL COMO UN MECANISMO JUDICIAL AUTÓNOMO

[2]
, SUBSIDIARIO Y SUMARIO, QUE 

LE PERMITE A LOS HABITANTES DEL TERRITORIO NACIONAL ACCEDER A UNA 
HERRAMIENTA DE PROTECCIÓN INMEDIATA DE SUS DERECHOS FUNDAMENTALES, 
CUANDO ESTOS RESULTEN AMENAZADOS O VULNERADOS POR LAS AUTORIDADES 
PÚBLICAS, O INCLUSO POR PARTICULARES, SEGÚN LO DETERMINADO EN EL ARTÍCULO 
42 DEL DECRETO 2591 DE 1991. 
  
PARA QUE PROCEDA ESTE MEDIO PRIVILEGIADO DE PROTECCIÓN SE REQUIERE QUE 
DENTRO DEL ORDENAMIENTO JURÍDICO COLOMBIANO NO EXISTA OTRO MEDIO DE 
DEFENSA JUDICIAL

[3]
 QUE PERMITA GARANTIZAR EL AMPARO DEPRECADO, O QUE 

EXISTIENDO ESTE, SE PROMUEVA PARA PRECAVER UN PERJUICIO IRREMEDIABLE CASO 
EN EL CUAL PROCEDERÁ COMO MECANISMO TRANSITORIO. 
  
DE ESTA MANERA, EN EL MARCO DEL PRINCIPIO DE SUBSIDIARIDAD, ES DABLE AFIRMAR 
QUE “LA ACCIÓN DE TUTELA, EN TÉRMINOS GENERALES, NO PUEDE SER UTILIZADA 
COMO UN MEDIO JUDICIAL ALTERNATIVO, ADICIONAL O COMPLEMENTARIO DE LOS 
ESTABLECIDOS POR LA LEY PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS, PUES CON ELLA NO 
SE BUSCA REMPLAZAR LOS PROCESOS ORDINARIOS O ESPECIALES Y, MENOS AÚN, 
DESCONOCER LOS MECANISMOS IMPUESTOS (DENTRO) DE ESTOS PROCESOS PARA 
CONTROVERTIR LAS DECISIONES QUE SE ADOPTEN”.

[4] 
  
PUNTUALMENTE, EN CUANTO A LA ACCIÓN DE TUTELA ADELANTADA CONTRA ACTOS 
ADMINISTRATIVOS, LA POSICIÓN SENTADA POR ESTE TRIBUNAL HA REITERADO QUE, EN 
PRINCIPIO, RESULTA IMPROCEDENTE, DADO QUE EL LEGISLADOR DETERMINÓ, POR 
MEDIO DE LA REGULACIÓN ADMINISTRATIVA Y CONTENCIOSO ADMINISTRATIVA, LOS 
MECANISMOS JUDICIALES PERTINENTES PARA QUE LOS CIUDADANOS PUEDAN 
COMPARECER AL PROCESO ORDINARIO RESPECTIVO Y EJERCER SU DERECHO DE 
DEFENSA Y CONTRADICCIÓN, DENTRO DE TÉRMINOS RAZONABLES. EN LA SENTENCIA T-
957 DE 2011, LA CORTE CONSTITUCIONAL SE PRONUNCIÓ EN EL SIGUIENTE SENTIDO: 
  
“(…) LA COMPETENCIA EN ESTOS ASUNTOS HA SIDO ASIGNADA DE MANERA EXCLUSIVA, 
POR EL ORDENAMIENTO JURÍDICO, A LA JURISDICCIÓN DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, JUEZ NATURAL DE ESTE TIPO DE PROCEDIMIENTOS, CUYA 
ESTRUCTURA PERMITE UN AMPLIO DEBATE PROBATORIO FRENTE A LAS 
CIRCUNSTANCIAS QUE PODRÍAN IMPLICAR UNA ACTUACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN 
CONTRARIA AL MANDATO DE LEGALIDAD”. 
  
DEBE TENERSE EN CUENTA QUE EL LEGISLADOR ADELANTÓ UN TRABAJO EXHAUSTIVO 
PARA LA EXPEDICIÓN DE LA LEY 1437 DE 2011, CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO Y CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, CON EL FIN DE OFRECER UN 
SISTEMA ADMINISTRATIVO QUE RESPONDA DE MANERA IDÓNEA Y OPORTUNA A LOS 
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REQUERIMIENTOS DE LOS CIUDADANOS, TODO BAJO LA LUZ DE LA EFICACIA, LA 
ECONOMÍA Y LA CELERIDAD, ENTRE OTROS PRINCIPIOS. 
  
EN ATENCIÓN A ELLO, LOS MECANISMOS ORDINARIOS DEBEN UTILIZARSE DE MANERA 
PREFERENTE, INCLUSO CUANDO SE PRETENDA LA PROTECCIÓN DE UN DERECHO 
FUNDAMENTAL. NO OBSTANTE, EN ESTE CASO, SE DEBERÁ EVALUAR QUE EL 
MECANISMO ORDINARIO OFREZCA UNA PROTECCIÓN “CIERTA, EFECTIVA Y CONCRETA 
DEL DERECHO”

[5]
, AL PUNTO QUE SEA LA MISMA QUE PODRÍA BRINDARSE POR MEDIO DE 

LA ACCIÓN DE AMPARO
[6]

. 
  
AL RESPECTO, EN LA SENTENCIA T-007 DE 2008 LA CORTE CONSTITUCIONAL, DESPUÉS 
DE HACER UN ANÁLISIS CONCENTRADO DE ESTE TEMA, MANIFESTÓ LO SIGUIENTE: 
  
“EN AQUELLOS CASOS EN QUE SE CONSTATA LA EXISTENCIA DE OTRO MEDIO DE 
DEFENSA JUDICIAL, ESTABLECER  LA IDONEIDAD DEL MECANISMO DE PROTECCIÓN 
ALTERNATIVO SUPONE EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 6º DEL DECRETO 2591 DE 1991, 
QUE EL OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL DEBE SER EVALUADO EN CONCRETO, ES 
DECIR, TENIENDO EN CUENTA SU EFICACIA EN LAS CIRCUNSTANCIAS ESPECÍFICAS QUE 
SE INVOQUEN EN LA TUTELA.

[7]
  POR TAL RAZÓN, EL JUEZ DE LA CAUSA, DEBE 

ESTABLECER SI ESE MECANISMO  PERMITE BRINDAR UNA SOLUCIÓN “CLARA, 
DEFINITIVA Y PRECISA”

[8]
 A LOS ACONTECIMIENTOS QUE SE PONEN EN CONSIDERACIÓN 

EN EL DEBATE CONSTITUCIONAL, Y SU HABILIDAD PARA PROTEGER LOS DERECHOS 
INVOCADOS. EN CONSECUENCIA, “EL OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL EXISTENTE, 
DEBE, EN TÉRMINOS CUALITATIVOS, OFRECER LA MISMA PROTECCIÓN QUE EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL PODRÍA OTORGAR A TRAVÉS DEL MECANISMO EXCEPCIONAL DE LA 
TUTELA.

[9]
” 

  
EN EL MISMO PRONUNCIAMIENTO JURISPRUDENCIAL, SE CITÓ LA SENTENCIA T-822 DE 
2002, SEGÚN LA CUAL, COMO CRITERIO DE REFERENCIA, SE DEBERÁ TENER EN CUENTA 
“(A) EL OBJETO DEL PROCESO JUDICIAL QUE SE CONSIDERA QUE DESPLAZA A LA 
ACCIÓN DE TUTELA Y (B) EL RESULTADO PREVISIBLE DE ACUDIR AL OTRO MEDIO DE 
DEFENSA JUDICIAL RESPECTO DE LA PROTECCIÓN EFICAZ Y OPORTUNA DE LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES.”

[10] 
  
AHORA BIEN, ESPECÍFICAMENTE, EN EL PLANO ADMINISTRATIVO, CUANDO SE ESTUDIE 
LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE TUTELA PORQUE NO EXISTE OTRO MECANISMO 
JUDICIAL DE DEFENSA, HAY VARIOS CRITERIOS QUE DEBERÁ ESTIMAR EL JUEZ AL 
MOMENTO DE TOMAR UNA DECISIÓN. EN PRIMER LUGAR, RESULTA DE ESPECIAL 
IMPORTANCIA QUE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA HAYA NOTIFICADO EL INICIO DE LA 
ACTUACIÓN A LOS AFECTADOS, PROCEDIMIENTO INDISPENSABLE PARA QUE ESTOS 
PUEDAN EJERCER SU DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN. 
  
EN SEGUNDO LUGAR, SI LOS CIUDADANOS FUERON EFECTIVAMENTE NOTIFICADOS, ES 
NECESARIO QUE HAYAN ASUMIDO UNA ACTUACIÓN DILIGENTE EN LA PROTECCIÓN DE 
SUS DERECHOS, PUES SON ELLOS LOS PRIMEROS LLAMADOS A VELAR PORQUE SUS 
GARANTÍAS FUNDAMENTALES E INTERESES LEGÍTIMOS SEAN RESPETADOS. EN ESTE 
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SENTIDO, LOS PARTICULARES DEBEN HABER AGOTADO TODOS LOS RECURSOS 
ADMINISTRATIVOS Y LOS MEDIOS DE CONTROL REGULADOS EN LA LEGISLACIÓN 
VIGENTE QUE HAYAN TENIDO A SU ALCANCE.  
  
EMPERO, CUANDO LA ENTIDAD ACCIONADA, EN UN OBRAR NEGLIGENTE O ABUSIVO, NO 
PONGA EN CONOCIMIENTO DEL CIUDADANO AFECTADO EL INICIO DE UNA ACTUACIÓN 
ADMINISTRATIVA ADELANTADA EN SU CONTRA, EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
QUEDA VICIADO DE NULIDAD, DEBIDO A QUE SE IMPIDE EL EJERCICIO DEL DERECHO DE 
DEFENSA. EN CONSECUENCIA, SE VULNERA EL DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO 
PROCESO. EN ESE EVENTO, DEBERÁ ESTUDIARSE SI CON EL ACTO ADMINISTRATIVO 
PROFERIDO SE PUEDE OCASIONAR UN PERJUICIO IRREMEDIABLE, DE SER ASÍ RESULTA 
PROCEDENTE ACUDIR A LA ACCIÓN DE TUTELA, DE LO CONTRARIO SE DEBE ACUDIR AL 
MEDIO DE CONTROL ORDINARIO PREVISTO POR EL LEGISLADOR. 
  
POR OTRO LADO, EN LO QUE TIENE QUE VER CON EL PRINCIPIO DE INMEDIATEZ, ES 
PERTINENTE RESALTAR QUE LA FINALIDAD DE LA ACCIÓN DE TUTELA EN COMENTO ES 
GARANTIZAR UNA PROTECCIÓN EFECTIVA, ACTUAL Y EXPEDITA FRENTE A LA 
TRANSGRESIÓN O AMENAZA INMINENTE DE UN DERECHO FUNDAMENTAL, MOTIVO POR 
EL CUAL, ENTRE LA OCURRENCIA DE LOS HECHOS EN QUE SE FUNDE LA PRETENSIÓN Y 
LA PRESENTACIÓN DE LA DEMANDA, DEBE HABER TRASCURRIDO UN LAPSO 
RAZONABLE. 
  
EN EL EVENTO EN QUE NO SE CUMPLA CON EL REQUISITO DE INMEDIATEZ, SE PUEDE 
CAUSAR INSEGURIDAD JURÍDICA FRENTE A SITUACIONES YA CONSOLIDADAS EN EL 
ORDEN ADMINISTRATIVO Y/O JUDICIAL, CON LO QUE, A SU VEZ, SE PUEDE AFECTAR A 
TERCEROS SOBRE LOS CUALES RECAIGA LA DECISIÓN E INCLUSO EL JUEZ 
CONSTITUCIONAL PODRÍA ESTAR ACOLITANDO UNA CONDUCTA NEGLIGENTE DE LOS 
ADMINISTRADOS

[11]
 QUE NO COMPARECIERON AL PROCESO CORRESPONDIENTE, NO 

PRESENTARON LOS RECURSOS PROCEDENTES NI HICIERON EJERCICIO DE LOS MEDIOS 
DE CONTROL VIGENTES

[12]
. 

  
EN ESTE SENTIDO EL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL MEDIANTE SENTENCIA T-792 DE 
2009, MANIFESTÓ LO SIGUIENTE: 
  
“LA JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL HA ENFATIZADO EN EL HECHO DE QUE EL 
MISMO EXIGE QUE LA ACCIÓN SEA PROMOVIDA DE MANERA OPORTUNA, ESTO ES, 
DENTRO DE UN TÉRMINO RAZONABLE LUEGO DE LA OCURRENCIA DE LOS HECHOS QUE 
MOTIVAN LA AFECTACIÓN O AMENAZA DE LOS DERECHOS. ESA RELACIÓN DE 
INMEDIATEZ ENTRE LA SOLICITUD DE AMPARO Y EL SUPUESTO VULNERADOR DE LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES, DEBE EVALUARSE, SEGÚN HA DICHO LA CORTE, EN CADA 
CASO CONCRETO, CON PLENA OBSERVANCIA DE LOS PRINCIPIOS DE RAZONABILIDAD Y 
PROPORCIONALIDAD”. 
  
ASÍ LAS COSAS, TENIENDO EN CUENTA QUE NO ES POSIBLE ESTABLECER DE MANERA 
GENERALIZADA UN TIEMPO RESTRICTIVO PARA EL EJERCICIO DE LA ACCIÓN TUITIVA, EN 
CADA CASO PARTICULAR EL JUEZ DE INSTANCIA DEBERÁ REALIZAR UN ESTUDIO QUE 
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PERMITA DETERMINAR SI SE CUMPLE O NO CON EL REQUISITO DE INMEDIATEZ. COMO 
CRITERIOS DE REFERENCIA, EN LA SENTENCIA T-194 DE 2014, SE ESTABLECIERON LOS 
SIGUIENTES: 
  
(I) LA EXISTENCIA DE RAZONES VÁLIDAS PARA LA INACTIVIDAD

[13]
(…). 

  
(II) CUANDO A PESAR DEL PASO DEL TIEMPO ES EVIDENTE QUE LA VULNERACIÓN O 
AMENAZA DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DEL ACCIONANTE PERMANECE (…). 

[14] 
  
(III) CUANDO LA CARGA DE LA INTERPOSICIÓN DE LA ACCIÓN DE TUTELA EN UN PLAZO 
RAZONABLE RESULTA DESPROPORCIONADA DADA LA SITUACIÓN DE DEBILIDAD 
MANIFIESTA EN LA QUE SE ENCUENTRA EL ACCIONANTE (…)”

[15]
 . 

  
ESTOS CRITERIOS O LAS RAZONES QUE MOTIVAN LA PROCEDENCIA DE LA ACCIÓN DE 
TUTELA, A PESAR DE QUE, EN PRINCIPIO, NO SE CUMPLA CON EL REQUISITO DE 
INMEDIATEZ, DEBEN SER PROBADOS SUMARIAMENTE O AL MENOS MANIFESTADOS EN LA 
DEMANDA, YA QUE ES EL ACCIONANTE QUIEN CONOCE LAS RAZONES QUE LE IMPIDIERON 
ACUDIR ANTES AL AMPARO CONSTITUCIONAL Y, PESE A QUE YA HUBIERE TRANSCURRIÓ 
UN TÉRMINO CONSIDERABLE DESDE LA OCURRENCIA DE LOS HECHOS, REQUIERE UNA 
PROTECCIÓN JUDICIAL URGENTE. 
  
POR OTRA PARTE, CUANDO UNA TUTELA SE PRESENTA PORQUE EL AFECTADO NO 
DISPONE DE OTRO MEDIO DE DEFENSA JUDICIAL

[16]
, SE CONSIDERA PERTINENTE, DE CARA 

AL REQUISITO DE INMEDIATEZ, TENER EN CUENTA (I) LA FECHA EN QUE SE PROFIRIÓ EL 
ACTO ADMINISTRATIVO, (II) LA FECHA EN QUE SE TUVO CONOCIMIENTO DEL MISMO Y (III) 
LAS ACTUACIONES DESPLEGADAS POR LA PARTE ACTORA DESDE ESE MOMENTO. 
  
FINALMENTE, DE LO ANTERIOR SE DESPRENDE QUE CON EL REQUISITO DE INMEDIATEZ, 
SE BUSCA EVITAR QUE LA ACCIÓN DE TUTELA INSTAURADA CONTRA ACTOS 
ADMINISTRATIVOS, SEA EMPLEADA PARA SUBSANAR LA NEGLIGENCIA EN QUE 
INCURRIERAN LOS ADMINISTRADOS PARA LA PROTECCIÓN DE SUS DERECHOS. POR 
OTRO LADO, SE CONSTITUYE COMO UNA GARANTÍA DE LA SEGURIDAD JURÍDICA QUE SE 
DERIVA DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS

[17]
, POR MEDIO DE LOS CUALES SE CREAN, 

MODIFICAN O EXTINGUEN SITUACIONES JURÍDICAS. 
  
5. DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO 
  
EL DEBIDO PROCESO ES UN DERECHO CONSTITUCIONAL FUNDAMENTAL, REGULADO EN 
EL ARTÍCULO 29 SUPERIOR, APLICABLE A TODA CLASE DE ACTUACIONES 
ADMINISTRATIVAS Y JUDICIALES, EN PROCURA DE QUE LOS HABITANTES DEL 
TERRITORIO NACIONAL PUEDAN ACCEDER A MECANISMOS JUSTOS, QUE PERMITAN 
CUMPLIR CON LOS FINES ESENCIALES DEL ESTADO, ENTRE ELLOS, LA CONVIVENCIA 
PACÍFICA, LA CUAL COBRA GRAN RELEVANCIA EN MATERIA DE TRÁNSITO.

[18] 
  
ESTE DERECHO FUNDAMENTAL, PARA QUIENES TENGAN A SU CARGO EL DESARROLLO 
DE UN PROCESO JUDICIAL O ADMINISTRATIVO, IMPLICA LA OBLIGACIÓN DE 
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MANTENERSE AL TANTO DE LAS MODIFICACIONES AL MARCO JURÍDICO QUE REGULA 
SUS FUNCIONES, PUES DE LO CONTRARIO, SU CONDUCTA PUEDE ACARREAR LA 
EJECUCIÓN DE ACTIVIDADES QUE NO LES HAN SIDO ASIGNADAS O SU EJECUCIÓN 
CONFORME CON UN PROCESO NO DETERMINADO LEGALMENTE.  
  
FRENTE A ESTE PARTICULAR, RESULTA ADECUADO TRAER A COLACIÓN EL ARTÍCULO 6º 
SUPERIOR, EN CUANTO DISPONE QUE TODO SERVIDOR PÚBLICO RESPONDE POR 
INFRINGIR LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY Y POR LA “OMISIÓN O EXTRALIMITACIÓN EN EL 
EJERCICIO DE SUS FUNCIONES”, EN CONCORDANCIA CON EL ARTÍCULO 121 DEL MISMO 
TEXTO, EN EL QUE SE DETERMINA QUE AQUELLOS PUEDEN EJECUTAR ÚNICAMENTE LAS 
FUNCIONES QUE SE DETERMINEN EN LA CONSTITUCIÓN Y EN LA LEY. 
  
EN TAL VIRTUD, EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD ES UNA RESTRICCIÓN AL EJERCICIO DEL 
PODER PÚBLICO, EN ATENCIÓN A LA CUAL “LAS AUTORIDADES ESTATALES NO PODRÁN 
ACTUAR EN FORMA OMNÍMODA, SINO DENTRO DEL MARCO JURÍDICO DEFINIDO 
DEMOCRÁTICAMENTE, RESPETANDO LAS FORMAS PROPIAS DE CADA JUICIO Y 
ASEGURANDO LA EFECTIVIDAD DE AQUELLOS MANDATOS QUE GARANTIZAN A LAS 
PERSONAS EL EJERCICIO PLENO DE SUS DERECHOS.”

[19] 
  
POR OTRO LADO, DESDE LA PERSPECTIVA DE LOS CIUDADANOS INMERSOS EN UNA 
ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA O JUDICIAL, EL DEBIDO PROCESO CONSTITUYE UNA 
GARANTÍA PARA EL ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA, DE TAL FORMA QUE 
PUEDAN CONOCER LAS DECISIONES QUE LOS AFECTEN E INTERVENIR, EN TÉRMINOS 
DE IGUALDAD Y TRANSPARENCIA, PARA PROCURAR LA PROTECCIÓN DE SUS DERECHOS 
E INTERESES LEGÍTIMOS. EN ESTE SENTIDO, EL DEBIDO PROCESO SE CONCIBE COMO 
UN ESCUDO PROTECTOR FRENTE A UNA POSIBLE ACTUACIÓN ABUSIVA DE LAS 
AUTORIDADES, CUANDO ESTAS SE DESVÍEN, DE MANERA INJUSTA, DE LA REGULACIÓN 
JURÍDICA VIGENTE.

[20] 
  
LA CORTE CONSTITUCIONAL HA MANIFESTADO QUE EL DEBIDO PROCESO COMPRENDE: 
  
““A)       EL DERECHO A LA JURISDICCIÓN, QUE A SU VEZ IMPLICA LOS DERECHOS AL 
LIBRE E IGUALITARIO ACCESO ANTE LOS JUECES Y AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS, A 
OBTENER DECISIONES MOTIVADAS, A IMPUGNAR LAS DECISIONES ANTE AUTORIDADES 
DE JERARQUÍA SUPERIOR, Y AL CUMPLIMIENTO DE LO DECIDIDO EN EL FALLO. 
  
B)      EL DERECHO AL JUEZ NATURAL, IDENTIFICADO ESTE CON EL FUNCIONARIO QUE 
TIENE LA CAPACIDAD O APTITUD LEGAL PARA EJERCER JURISDICCIÓN EN 
DETERMINADO PROCESO O ACTUACIÓN DE ACUERDO CON LA NATURALEZA DE LOS 
HECHOS, LA CALIDAD DE LAS PERSONAS Y LA DIVISIÓN DEL TRABAJO ESTABLECIDA POR 
LA CONSTITUCIÓN Y LA LEY. 
  
C) EL DERECHO A LA DEFENSA, ENTENDIDO COMO EL EMPLEO DE TODOS LOS MEDIOS 
LEGÍTIMOS Y ADECUADOS PARA SER OÍDO Y OBTENER UNA DECISIÓN FAVORABLE. DE 
ESTE DERECHO HACEN PARTE, EL DERECHO AL TIEMPO Y A LOS MEDIOS ADECUADOS 
PARA LA PREPARACIÓN DE LA DEFENSA; LOS DERECHOS A LA ASISTENCIA DE UN 
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ABOGADO CUANDO SE REQUIERA, A LA IGUALDAD ANTE LA LEY PROCESAL, EL 
DERECHO A LA BUENA FE Y A LA LEALTAD DE TODAS LAS DEMÁS PERSONAS QUE 
INTERVIENEN EN EL PROCESO. 
  
D) EL DERECHO A UN PROCESO PÚBLICO, DESARROLLADO DENTRO DE UN TIEMPO 
RAZONABLE, LO CUAL EXIGE QUE EL PROCESO O LA ACTUACIÓN NO SE VEA SOMETIDO 
A DILACIONES INJUSTIFICADAS O INEXPLICABLES. 
  
E) EL DERECHO A LA INDEPENDENCIA DEL JUEZ, QUE SOLO TIENE EFECTIVO 
RECONOCIMIENTO CUANDO LOS SERVIDORES PÚBLICOS A LOS CUALES CONFÍA LA 
CONSTITUCIÓN LA TAREA DE ADMINISTRAR JUSTICIA, EJERCEN FUNCIONES SEPARADAS 
DE AQUELLAS ATRIBUIDAS AL EJECUTIVO Y AL LEGISLATIVO. 
  
F) EL DERECHO A LA INDEPENDENCIA E IMPARCIALIDAD DEL JUEZ O FUNCIONARIO, 
QUIENES SIEMPRE DEBERÁN DECIDIR CON FUNDAMENTO EN LOS HECHOS, DE 
ACUERDO CON LOS IMPERATIVOS DEL ORDEN JURÍDICO, SIN DESIGNIOS ANTICIPADOS 
NI PREVENCIONES, PRESIONES O INFLUENCIAS ILÍCITAS.”

[21] 
  
EN LO CONCERNIENTE AL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO, DEBE SEÑALARSE QUE 
SE ENCUENTRA REGULADO EN EL ARTÍCULO 29 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, EN EL 
CUAL SE DETERMINA LA APLICACIÓN DEL DEBIDO PROCESO EN “TODA CLASE DE 
ACTUACIONES JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS”; ASÍ COMO EN EL ARTÍCULO 209 DEL 
MISMO TEXTO Y EN EL NUMERAL 1º DEL ARTÍCULO 3º DE LA LEY 1437 DE 2011, NORMAS 
EN LAS QUE SE REGULA COMO UN PRINCIPIO FUNDAMENTAL DE LA FUNCIÓN 
ADMINISTRATIVA. 
  
FRENTE A ESTE PARTICULAR, EN LA SENTENCIA C-980 DE 2010, LA CORTE SEÑALÓ QUE 
EL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO HA SIDO DEFINIDO JURISPRUDENCIALMENTE 
COMO: 
  
 “(I) EL CONJUNTO COMPLEJO DE CONDICIONES QUE LE IMPONE LA LEY A LA 
ADMINISTRACIÓN, MATERIALIZADO EN EL CUMPLIMIENTO DE UNA SECUENCIA DE ACTOS 
POR PARTE DE LA AUTORIDAD ADMINISTRATIVA, (II) QUE GUARDA RELACIÓN DIRECTA O 
INDIRECTA ENTRE SÍ, Y (III) CUYO FIN ESTÁ PREVIAMENTE DETERMINADO DE MANERA 
CONSTITUCIONAL Y LEGAL”

[22]
. HA PRECISADO AL RESPECTO, QUE CON DICHA GARANTÍA 

SE BUSCA “(I) ASEGURAR EL ORDENADO FUNCIONAMIENTO DE LA ADMINISTRACIÓN, (II) 
LA VALIDEZ DE SUS PROPIAS ACTUACIONES Y, (III) RESGUARDAR EL DERECHO A LA 
SEGURIDAD JURÍDICA Y A LA DEFENSA DE LOS ADMINISTRADOS”

[23]
. 

  
EN LA MISMA PROVIDENCIA, SE DETERMINÓ QUE LAS GARANTÍAS ESTABLECIDAS EN 
VIRTUD DEL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO, DE ACUERDO A LA JURISPRUDENCIA 
SENTADA POR ESTE ALTO TRIBUNAL, SON LAS SIGUIENTES: 
  
“(I)SER OÍDO DURANTE TODA LA ACTUACIÓN,(II) A LA NOTIFICACIÓN OPORTUNA Y DE 
CONFORMIDAD CON LA LEY, (III) A QUE LA ACTUACIÓN SE SURTA SIN DILACIONES 
INJUSTIFICADAS, (IV) A QUE SE PERMITA LA PARTICIPACIÓN EN LA ACTUACIÓN DESDE 
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SU INICIO HASTA SU CULMINACIÓN, (V) A QUE LA ACTUACIÓN SE ADELANTE POR 
AUTORIDAD COMPETENTE Y CON EL PLENO RESPETO DE LAS FORMAS PROPIAS 
PREVISTAS EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO, (VI) A GOZAR DE LA PRESUNCIÓN DE 
INOCENCIA, (VII) AL EJERCICIO DEL DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN, (VIII) A 
SOLICITAR, APORTAR Y CONTROVERTIR PRUEBAS, Y (IX) A IMPUGNAR LAS DECISIONES 
Y A PROMOVER LA NULIDAD DE AQUELLAS OBTENIDAS CON VIOLACIÓN DEL DEBIDO 
PROCESO.” 
  
PARA LAS AUTORIDADES PÚBLICAS, EL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO IMPLICA 
UNA LIMITACIÓN AL EJERCICIO DE SUS FUNCIONES, PUESTO QUE EN TODO PROCESO, 
DESDE SU INICIO HASTA SU FIN, DEBEN OBEDECER DE MANERA RESTRICTIVA A LOS 
PARÁMETROS PROCEDIMENTALES DETERMINADOS EN EL MARCO JURÍDICO VIGENTE. 
CON LO ANTERIOR SE PRETENDE ELIMINAR TODO CRITERIO SUBJETIVO QUE PUEDA 
PERMEAR EL DESARROLLO DE LOS PROCESOS ADMINISTRATIVOS Y, A SU VEZ, EVITAR 
LA CONDUCTA DE OMISIÓN, NEGLIGENCIA O DESCUIDO EN QUE PUEDAN INCURRIR LOS 
FUNCIONARIOS RELACIONADOS EN EL PROCESO. 
  
LO ANTES MENCIONADO COBRA ESPECIAL IMPORTANCIA CUANDO SE TRATA DEL 
PROCESO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR

[24]
, EL CUAL CONSTITUYE UNA FACULTAD DE 

LAS AUTORIDADES PÚBLICAS PARA EL CUMPLIMIENTO DE SUS DECISIONES DE 
CARÁCTER CORRECTIVO (DIRIGIDA A LOS PARTICULARES) O DISCIPLINARIO (APLICADA A 
LOS SERVIDORES PÚBLICOS).

[25]
 LAS DECISIONES CORRECTIVAS ESTÁN REGULADAS, EN 

PRINCIPIO, CON UN FIN PREVENTIVO PARA QUE LOS ADMINISTRADOS SE ABSTENGAN 
DE INCURRIR EN CONDUCTAS QUE PUEDAN, ENTRE OTRAS COSAS, AFECTAR LA 
CONVIVENCIA SOCIAL, FIN ESENCIAL DEL ESTADO. DE AHÍ QUE EL PROCESO 
ADMINISTRATIVO SANCIONATORIO, DESDE ESTA PERSPECTIVA, CONSTITUYE UN LÍMITE 
A LAS LIBERTADES INDIVIDUALES EN ARAS DE GARANTIZAR EL ORDEN PÚBLICO.

[26] 
  
EN MATERIA DE TRÁNSITO, EL DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR ES APLICADO 
DESDE SU ÓPTICA CORRECTIVA, PARA QUE LOS PARTICULARES SE ABSTENGAN DE 
INCURRIR EN LAS CONDUCTAS QUE LES ESTÁN PROSCRITAS DE ACUERDO AL CÓDIGO 
NACIONAL DE TRÁNSITO Y, EN CASO DE HACERLO, SE PRETENDE QUE LA 
ADMINISTRACIÓN ESTÉ FACULTADA PARA IMPONER Y HACER CUMPLIR LAS SANCIONES 
A QUE HAYA LUGAR. 
  
SE RESALTA QUE LAS SANCIONES EN MATERIA DE TRÁNSITO SE IMPONEN PARA 
REGULAR LAS CONDUCTAS DE AQUELLAS PERSONAS QUE REALIZAN UNA ACTIVIDAD 
PELIGROSA, COMO LA CONDUCCIÓN DE VEHÍCULOS AUTOMOTORES, CON LA CUAL 
ESTÁN EN RIESGO VALORES TAN IMPORTANTES PARA EL ESTADO COMO LA VIDA Y LA 
SEGURIDAD DE SUS CIUDADANOS, CON LO QUE SE BUSCA, EN TODO CASO, PRESERVAR 
EL ORDEN PÚBLICO.

[27] 
  
AL RESPECTO, EN LA SENTENCIA C-530 DE 2003 SE INDICÓ LO SIGUIENTE: 
  
“LA CORTE HA SEÑALADO QUE EL DERECHO DISCIPLINARIO ES UNA MODALIDAD DE 
DERECHO SANCIONATORIO, POR LO CUAL LOS PRINCIPIOS DEL DERECHO PENAL SE LE 
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APLICAN, MUTATISMUTANDI
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, PUES LAS GARANTÍAS SUSTANCIALES Y PROCESALES A 
FAVOR DE LA PERSONA INVESTIGADA SE CONSAGRAN PARA PROTEGER LOS 
DERECHOS FUNDAMENTALES DEL INDIVIDUO Y PARA CONTROLAR LA POTESTAD 
SANCIONADORA DEL ESTADO, POR LO CUAL OPERAN, CON ALGUNOS MATICES, 
SIEMPRE QUE EL ESTADO EJERZA UNA FUNCIÓN PUNITIVA. POR ELLO LA CONSTITUCIÓN 
ES CLARA EN SEÑALAR QUE EL DEBIDO PROCESO SE APLICA A TODA CLASE DE 
ACTUACIONES JUDICIALES Y ADMINISTRATIVAS (CP ART. 29). 
  
(…) 
  
LA POTESTAD PUNITIVA DEL ESTADO AGRUPA EL CONJUNTO DE COMPETENCIAS 
ASIGNADAS A LOS DIFERENTES ÓRGANOS PARA IMPONER SANCIONES DE VARIADA 
NATURALEZA JURÍDICA. POR ELLO, LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA REQUERIDA PARA 
LA APLICACIÓN DE SANCIONES, EN EJERCICIO DE LA POTESTAD SANCIONADORA DE LA 
ADMINISTRACIÓN -CORRECTIVA Y DISCIPLINARIA- ESTÁ SUBORDINADA A LAS REGLAS 
DEL DEBIDO PROCESO QUE DEBEN OBSERVARSE EN LA APLICACIÓN DE SANCIONES 
POR LA COMISIÓN DE ILÍCITOS PENALES (CP ART6. 29), CON LOS MATICES APROPIADOS 
DE ACUERDO CON LOS BIENES JURÍDICOS AFECTADOS CON LA SANCIÓN”. 
  
6. DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN EN EL PROCESO ADMINISTRATIVO 
  
COMO SE DETERMINÓ ANTERIORMENTE, EL DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO 
PROCESO ADMINISTRATIVO SE DESCOMPONE EN DIFERENTES GARANTÍAS

[28]
, UNA DE 

ELLAS ES EL DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN, CONSISTENTE EN EL DERECHO 
RECONOCIDO A TODA PERSONA “DE SER OÍDA, DE HACER VALER LAS PROPIAS 
RAZONES Y ARGUMENTOS, DE CONTROVERTIR, CONTRADECIR Y OBJETAR LAS 
PRUEBAS EN CONTRA Y DE SOLICITAR LA PRÁCTICA Y EVALUACIÓN DE LAS QUE SE 
ESTIMAN FAVORABLES, ASÍ COMO EJERCITAR LOS RECURSOS QUE LE OTORGA”

[29]
 LA 

LEY. 
  
DOCTRINARIAMENTE, SE HA ESTABLECIDO QUE EL DERECHO DE DEFENSA: 
  
“CONCRETA LA GARANTÍA DE LA PARTICIPACIÓN DE LOS INTERLOCUTORES EN EL 
DISCURSO JURISDICCIONAL, SOBRE TODO PARA EJERCER SUS FACULTADES DE 
PRESENTAR ARGUMENTACIONES Y PRUEBAS. DE ESTE MODO, EL DERECHO DE 
DEFENSA GARANTIZA LA POSIBILIDAD DE CONCURRIR AL PROCESO, HACERSE PARTE 
EN EL MISMO, DEFENDERSE, PRESENTAR ALEGATOS Y PRUEBAS. CABE DECIR QUE 
ESTE DERECHO FUNDAMENTAL SE CONCRETA EN DOS DERECHOS: EN PRIMER LUGAR 
EL DERECHO DE CONTRADICCIÓN, Y, EN SEGUNDO LUGAR, EL DERECHO A LA DEFENSA 
TÉCNICA.”

[30] 
  
EL DERECHO DE DEFENSA, PUNTUALMENTE, SE CENTRA EN LA POSIBILIDAD DE QUE EL 
ADMINISTRADO CONOZCA Y TENGA LA POSIBILIDAD DE HACER PARTE DEL 
PROCEDIMIENTO QUE LO INVOLUCRA Y, A PARTIR DE AHÍ, EXPONER SU POSICIÓN Y 
DEBATIR LA DE LA ENTIDAD CORRESPONDIENTE POR MEDIO DE LOS RECURSOS Y 
MEDIOS DE CONTROL DISPUESTOS PARA EL EFECTO. POR SU PARTE, EL DERECHO DE 
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CONTRADICCIÓN, TIENE ÉNFASIS EN EL DEBATE PROBATORIO, IMPLICA LA POTESTAD 
DE PRESENTAR PRUEBAS, SOLICITARLAS, “PARTICIPAR EFECTIVAMENTE EN [SU] 
PRODUCCIÓN” Y EN “EXPONER LOS ARGUMENTOS EN TORNO A LO QUE PRUEBAN LOS 
MEDIOS DE PRUEBA”

[31]
. 

  
EN SUMA, ESTA GARANTÍA PROCESAL CONSISTE, PRIMERO, EN LA POSIBILIDAD DE QUE 
EL PARTICULAR, INVOLUCRADO EN UN PROCEDIMIENTO O PROCESO ADELANTADO POR 
LA ADMINISTRACIÓN, PUEDA SER ESCUCHADO Y DEBATIR LA POSICIÓN DE LA ENTIDAD 
CORRESPONDIENTE; SEGUNDO, PRESENTAR PRUEBAS, SOLICITAR LA PRÁCTICA DE LAS 
QUE SE CONSIDERE OPORTUNO Y, DE SER PERTINENTE, PARTICIPAR EN SU 
PRODUCCIÓN; TERCERO, CONTROVERTIR, POR MEDIO DE ARGUMENTOS Y PRUEBAS, 
AQUELLAS QUE CONTRA ÉL SE ALLEGUEN; CUARTO, LA POSIBILIDAD DE INTERPONER 
LOS RECURSOS DE LEY Y, QUINTO, LA POTESTAD DE EJERCER LOS MEDIOS DE 
CONTROL PREVISTOS POR EL LEGISLADOR.

[32]
  

  
UNO DE LOS REQUISITOS PARA PODER ACCEDER A ESTA GARANTÍA PROCESAL ES 
TENER CONOCIMIENTO DE LA ACTUACIÓN SURTIDA POR LA ADMINISTRACIÓN, EN RAZÓN 
DE ELLO, EL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD Y, EL PROCEDIMIENTO DE NOTIFICACIÓN QUE DE 
ÉL SE DESPRENDE, CONSTITUYE UN PRESUPUESTO PARA SU EJERCICIO. 
  
7. PRINCIPIO DE PUBLICIDAD EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
  
NO CABE DUDA DE QUE EL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD ES UNO DE LOS PRESUPUESTOS 
ESENCIALES DEL DEBIDO PROCESO ADMINISTRATIVO, PUES SU FINALIDAD ES DAR A 
CONOCER LA ACTUACIÓN DESARROLLADA POR LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA A LA 
COMUNIDAD O A LOS PARTICULARES DIRECTAMENTE AFECTADOS, DEPENDIENDO DE SI 
EL CONTENIDO DEL ACTO ADMINISTRATIVO ES GENERAL O PARTICULAR. LO ANTERIOR, 
EN ARAS DE GARANTIZAR (I) LA TRANSPARENCIA EN LA EJECUCIÓN DE FUNCIONES POR 
PARTE DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS; (II) LA EFICACIA Y VIGENCIA DEL ACTO 
ADMINISTRATIVO Y (III) EL OPORTUNO CONTROL JUDICIAL DE LAS ACTUACIONES 
DESARROLLADAS POR LAS AUTORIDADES. 
  
ESTA MÁXIMA JURÍDICA SE ENCUENTRA REGULADA EN EL ARTÍCULO 29 SUPERIOR, EN 
EL QUE SE AFIRMA QUE TODA PERSONA TIENE DERECHO A “UN DEBIDO PROCESO 
PÚBLICO SIN DILACIONES INJUSTIFICADAS”. IGUALMENTE, EN EL ARTÍCULO 209 SE 
DETERMINÓ QUE TODA FUNCIÓN ADMINISTRATIVA SE DEBE EJECUTAR CON BASE EN EL 
PRINCIPIO DE PUBLICIDAD. ESTO, EN CONCORDANCIA CON LOS ARTÍCULOS 1º Y 2º  DE 
LA CONSTITUCIÓN, DE ACUERDO CON LOS CUALES, EL MENCIONADO PRINCIPIO 
CONSTITUYE UNO DE LOS ELEMENTOS DEFINITORIOS EN NUESTRA CONCEPCIÓN DE 
ESTADO Y PERMITE EL CUMPLIMIENTO DE UNO DE SUS FINES ESENCIALES: “FACILITAR 
LA PARTICIPACIÓN DE TODOS EN LAS DECISIONES QUE LOS AFECTAN”

[33]
. 

  
EN CUANTO A SU MARCO LEGAL, EL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD SE ENCUENTRA 
REGULADO EN EL NUMERAL 9º DEL ARTÍCULO 3º, CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, DE CUYO TEXTO SE EXTRAE 
QUE PARA SU APLICACIÓN: (I) LAS AUTORIDADES DEBEN DAR A CONOCER AL PÚBLICO Y 
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A LOS INTERESADOS SUS ACTOS, CONTRATOS Y RESOLUCIONES; (II) LA PUBLICACIÓN 
DEBE SER SISTEMÁTICA Y PERMANENTE, ES DECIR, SIN QUE HAYA UNA SOLICITUD 
PREVIA Y (III)  LA PUBLICIDAD SE DEBE HACER A TRAVÉS DE COMUNICACIONES, 
NOTIFICACIONES Y PUBLICACIONES. 
  
NO ESTÁ DEMÁS DESTACAR QUE EL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD ES DE OBLIGATORIO 
EJERCICIO PARA LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS Y QUE SU FORMA DE EJECUCIÓN 
DEPENDERÁ DEL CONTENIDO DEL ACTO O DE LA DECISIÓN QUE SE TOME. EN EFECTO, 
SI EL ACTO ES DE CARÁCTER GENERAL, LA PUBLICIDAD SE DEBE HACER POR MEDIO DE 
COMUNICACIONES Y COBRA GRAN IMPORTANCIA PARA QUE LOS INTERESADOS 
ADELANTEN LAS ACCIONES REGULADAS EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO PARA 
LOGRAR UN CONTROL OBJETIVO; SI SE TRATA DE UN ACTO ADMINISTRATIVO 
PARTICULAR, LA PUBLICIDAD DEBE HACERSE EFECTIVA POR MEDIO DE UNA 
NOTIFICACIÓN, DESPUÉS DE LA CUAL LOS INTERESADOS PODRÁN EJERCER UN 
CONTROL SUBJETIVO A TRAVÉS DEL DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN. 
  
EL CASO BAJO ESTUDIO, SE CENTRARÁ EN LA PUBLICIDAD EJERCIDA A TRAVÉS DE LA 
NOTIFICACIÓN, YA QUE LOS PROCESOS SURTIDOS CON MOTIVO DE UNA INFRACCIÓN DE 
TRÁNSITO IMPLICAN LA IMPOSICIÓN DE OBLIGACIONES PARTICULARES Y CONCRETAS A 
PERSONAS INDIVIDUALIZADAS. DE AHÍ QUE, EN EL CÓDIGO NACIONAL DE TRÁNSITO, SE 
DETERMINE QUE LOS COMPARENDOS DEBEN NOTIFICARSE POR MEDIO DE CORREO. ES 
PERTINENTE RESALTAR QUE LA FINALIDAD DE LA NOTIFICACIÓN ES PONER EN 
CONOCIMIENTO DEL PARTICULAR AFECTADO EL INICIO DE UNA ACTUACIÓN EN SU 
CONTRA, DE TAL FORMA QUE PUEDA PARTICIPAR INTEGRALMENTE EN CADA ETAPA DEL 
PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y, DE SER PERTINENTE, EJERCER SU DERECHO DE 
DEFENSA Y CONTRADICCIÓN. 
  
SE ADVIERTE QUE LA NOTIFICACIÓN POR CORREO NO PUEDE ENTENDERSE SURTIDA 
CON EL SIMPLE ENVÍO DE LA COMUNICACIÓN, PUES SE DEBE CONSTATAR QUE EL 
ADMINISTRADO CONOZCA REALMENTE EL CONTENIDO DEL ACTO EN CUESTIÓN; YA QUE 
NO SE PRETENDE CUMPLIR CON UN SIMPLE REQUISITO DE TRÁMITE PARA CONTINUAR 
LA ACTUACIÓN, SINO QUE EL ADMINISTRADO CONOZCA LAS DECISIONES QUE LO 
AFECTAN Y PUEDA DEFENDER SUS INTERESES DE FORMA OPORTUNA. 
  
AL RESPECTO, EN LA SENTENCIA C-980 DE 2010 LA CORTE SOSTUVO QUE: 
  
“(…) LA NOTIFICACIÓN POR CORREO ES CONSTITUCIONALMENTE ADMISIBLE, LA 
JURISPRUDENCIA CONSTITUCIONAL HA HECHO ALGUNAS PRECISIONES EN TORNO A SU 
ALCANCE Y EFECTIVIDAD, DESTACANDO AL RESPECTO QUE LA MISMA SE ENTIENDE 
SURTIDA SOLO CUANDO EL ACTO ADMINISTRATIVO OBJETO DE COMUNICACIÓN HA SIDO 
EFECTIVAMENTE RECIBIDO POR EL DESTINATARIO, Y NO ANTES. EN ESE SENTIDO, LA 
EFICACIA Y VALIDEZ DE ESTA FORMA DE NOTIFICACIÓN DEPENDE DE QUE EL 
ADMINISTRADO HAYA CONOCIDO MATERIALMENTE EL ACTO QUE SE LE PRETENDE 
COMUNICAR, TENIENDO OPORTUNIDAD CIERTA PARA CONTROVERTIRLO E 
IMPUGNARLO. 
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LA NOTIFICACIÓN POR CORREO, ENTENDIDA, DE MANERA GENERAL, COMO LA 
DILIGENCIA DE ENVÍO DE UNA COPIA DEL ACTO CORRESPONDIENTE A LA DIRECCIÓN 
DEL AFECTADO O INTERESADO, CUMPLE CON EL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD, Y 
GARANTIZA EL DEBIDO PROCESO, SÓLO A PARTIR DEL RECIBO DE LA COMUNICACIÓN 
QUE LA CONTIENE. 
  
EN VIRTUD DE ESA INTERPRETACIÓN, LA SOLA REMISIÓN DEL CORREO NO DA POR 
SURTIDA LA NOTIFICACIÓN DE LA DECISIÓN QUE SE PRETENDE COMUNICAR, POR 
CUANTO LO QUE EN REALIDAD PERSIGUE EL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD, ES QUE LOS 
ACTOS JURÍDICOS QUE EXTERIORIZAN LA FUNCIÓN PÚBLICA ADMINISTRATIVA, SEAN 
MATERIALMENTE CONOCIDOS POR LOS CIUDADANOS, SIN RESTRICCIÓN ALGUNA, 
PREMISA QUE NO SE CUMPLE CON LA SIMPLE INTRODUCCIÓN DE UNA COPIA DEL ACTO 
AL CORREO.” 
  
EN ESE ORDEN DE IDEAS, CABE REITERAR QUE LA NOTIFICACIÓN SE DEBE EFECTUAR 
DE TAL FORMA QUE EL CONTENIDO DEL ACTO ADMINISTRATIVO CORRESPONDIENTE SE 
PONGA EN CONOCIMIENTO DEL DIRECTAMENTE INTERESADO, EN ARAS DE QUE PUEDA 
EJERCER SU DERECHO DE DEFENSA. UNA VEZ EL ADMINISTRADO SEA NOTIFICADO, ES 
POSIBLE HABLAR DE LA VIGENCIA Y EFECTIVIDAD DEL ACTO ADMINISTRATIVO. A ESTE 
RESPECTO, EN LA SENTENCIA T-616 DE 2006 SE DIJO QUE: 
  
“LA NOTIFICACIÓN DE LAS DECISIONES QUE LA ADMINISTRACIÓN PROFIERE EN 
DESARROLLO DE UN PROCESO Y QUE AFECTAN LOS INTERESES DE LAS PARTES, MÁS 
QUE PRETENDER FORMALIZAR LA COMUNICACIÓN DEL INICIO, DESARROLLO O 
AGOTAMIENTO DE UNA ACTUACIÓN, PROCURA ASEGURAR LA LEGALIDAD DE LAS 
DETERMINACIONES ADOPTADAS POR AQUÉLLA, TODA VEZ QUE AL DAR A CONOCER SUS 
ACTUACIONES ASEGURA EL USO EFECTIVO DE LOS DERECHOS DE DEFENSA, DE 
CONTRADICCIÓN Y DE IMPUGNACIÓN QUE EL ORDENAMIENTO JURÍDICO CONSAGRA 
PARA LA PROTECCIÓN DE LOS INTERESES DE LOS ADMINISTRADOS.” 
  
CON EL PROPÓSITO DE LOGRAR EL FIN PREVISTO EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO 
PARA LA NOTIFICACIÓN, LA ADMINISTRACIÓN DEBE AGOTAR TODOS LOS MECANISMOS 
QUE TENGA A SU ALCANCE, DE ACUERDO CON LA REGULACIÓN VIGENTE, PARA LOGRAR 
ENTERAR AL PARTICULAR DE LAS DECISIONES QUE LO AFECTEN. SIN EMBARGO, UNA 
VEZ AGOTADOS TODOS LOS MEDIOS DE NOTIFICACIÓN, LOS PROCEDIMIENTOS 
ADMINISTRATIVOS CORRESPONDIENTES DEBEN CONTINUAR, YA QUE, EN TODO CASO, 
EL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD NO ES ABSOLUTO. 
  
8. MARCO LEGAL Y JURISPRUDENCIAL DEL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO QUE DEBE 
ADELANTARSE ANTE LA COMISIÓN DE INFRACCIONES DE TRÁNSITO CAPTADAS A 
TRAVÉS DE MEDIOS TECNOLÓGICOS 
  
EL PROCEDIMIENTO QUE DEBE SURTIRSE ANTE UNA INFRACCIÓN DE TRÁNSITO 
CAPTADA POR MEDIOS TECNOLÓGICOS ESTÁ REGULADO EN LA LEY 769 DE 2002, 
[P]OR LA CUAL SE EXPIDE EL CÓDIGO NACIONAL DE TRÁNSITO TERRESTRE Y SE DICTAN 
OTRAS DISPOSICIONES, Y POR LA LEY 1383 DE 2010, [P]OR LA CUAL SE REFORMA LA LEY 
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769 DE 2002-CÓDIGO NACIONAL DE TRÁNSITO-, Y SE DICTAN OTRAS DISPOSICIONES. 
ENTIÉNDASE INFRACCIÓN DE TRÁNSITO LA “[T]RANSGRESIÓN O VIOLACIÓN DE UNA 
NORMA DE TRÁNSITO”

[34]
. 

  
SEGÚN LO ESTIPULADO EN EL INCISO 5º DEL ARTÍCULO 135 DE LA LEY 769 DE 2002, 
MODIFICADO POR EL ARTÍCULO 22 DE LA LEY 1383 DE 2010, LAS AUTORIDADES DE 
TRÁNSITO TIENEN AUTORIZACIÓN PARA REALIZAR CONTRATOS DE MEDIOS TÉCNICOS Y 
TECNOLÓGICOS A TRAVÉS DE LOS CUALES SE PERMITA CONSTATAR UNA INFRACCIÓN 
DE TRÁNSITO, ASÍ COMO IDENTIFICAR EL “VEHÍCULO, LA FECHA, EL LUGAR Y LA HORA”. 
  
EN ESTE SENTIDO, ES PERTINENTE RESALTAR QUE EL USO DE TECNOLOGÍAS PERMITE 
A LAS AUTORIDADES DE TRÁNSITO CUMPLIR SU FUNCIÓN POLICIVA EN EL MARCO DE 
LOS PRINCIPIOS DE EFICACIA Y ECONOMÍA, EN LOS TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 209 DE 
LA  CONSTITUCIÓN POLÍTICA Y DEL ARTÍCULO 3º, NUMERALES 11 Y 12, DE LA LEY 1437 
DE 2011. LO ANTERIOR DEBIDO A QUE SE PERMITE ACCEDER A MEDIOS PROBATORIOS 
PRECISOS Y PERTINENTES, QUE LOGRAN INDIVIDUALIZAR EL VEHÍCULO, EL LUGAR, LA 
HORA Y EL MOTIVO DE LA INFRACCIÓN, ELEMENTOS SUFICIENTES PARA INICIAR EL 
PROCESO CONTRAVENCIONAL. DE ACUERDO AL PARÁGRAFO 5 DEL ARTÍCULO 8 DE LA 
LEY 769 DE 2002, LA AUTORIDAD ENCARGADA DEL REGISTRO NACIONAL DE 
CONDUCTORES ESTÁ EN LA OBLIGACIÓN DE ACTUALIZAR LOS DATOS PERTINENTES, 
PARA EL EFECTO, UNA DE LAS MODALIDADES EMPLEADAS PODRÁ SER 
LA AUTODECLARACIÓN. DE ACUERDO A LA NORMA, EN CASO DE QUE EL PROPIETARIO 
NO EFECTUÉ LA DECLARACIÓN SERÁ SANCIONADO CON MULTA DE HASTA 2 SALARIOS 
MÍNIMOS LEGALES MENSUALES VIGENTES. 
  
AHORA BIEN, DE ACUERDO CON EL INCISO 5º DEL ARTÍCULO 135 DEL CÓDIGO NACIONAL 
DE TRÁNSITO, EN EL EVENTO EN QUE SE REALICE UN COMPARENDO EN VIRTUD DE UNA 
INFRACCIÓN DETECTADA POR MEDIOS TÉCNICOS O TECNOLÓGICOS, COMO FOTOS O 
VIDEOS, LA MISMA DEBERÁ SER NOTIFICADA DENTRO DE LOS TRES DÍAS HÁBILES 
SIGUIENTES POR MEDIO DE CORREO, EN EL CUAL SE ENVIARÁ LA INFRACCIÓN Y SUS 
SOPORTES AL PROPIETARIO “QUIEN ESTÁ OBLIGADO A PAGAR LA MULTA”

[35]
. 

  
PARA MAYOR CLARIDAD, ES PERTINENTE TRAER A COLACIÓN EL ARTÍCULO 2º DE LA LEY 
769 DE 2002, DE ACUERDO AL CUAL, EL COMPARENDO ES LA “[O]RDEN FORMAL DE 
NOTIFICACIÓN PARA QUE EL PRESUNTO CONTRAVENTOR O IMPLICADO SE PRESENTE 
ANTE LA AUTORIDAD DE TRÁNSITO POR LA COMISIÓN DE UNA INFRACCIÓN.” POR SU 
PARTE, LA MULTA SE ENCUENTRA DEFINIDA, EN LA MISMA NORMA COMO UNA 
“[S]ANCIÓN PECUNIARIA”. 
  
SE DEBE PRECISAR, EN PRIMER LUGAR, EN LO RELACIONADO CON EL MEDIO 
DETERMINADO POR EL LEGISLADOR PARA LA NOTIFICACIÓN, QUE SU FINALIDAD 
CONSISTE EN PONER EN CONOCIMIENTO DEL PROPIETARIO DEL VEHÍCULO LA 
INFRACCIÓN Y HACER UN LLAMADO PARA QUE EJERZA SU DERECHO DE DEFENSA, 
CONTRADICCIÓN E IMPUGNACIÓN. LO ANTERIOR DEBIDO A QUE ES A AQUEL DE QUIEN 
SE CONOCE LA IDENTIDAD Y DATOS DE CONTACTO Y DE QUIEN, EN PRINCIPIO, ES 
RESPONSABILIDAD LA UTILIZACIÓN ADECUADA DE SU VEHÍCULO

[36]
. 
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SE ADVIERTE QUE SI BIEN, PRIMORDIALMENTE, EL MEDIO DE NOTIFICACIÓN AL QUE 
DEBEN RECURRIR LAS AUTORIDADES DE TRÁNSITO ES EL ENVÍO DE LA INFRACCIÓN Y 
SUS SOPORTES A TRAVÉS DE CORREO, SI NO ES POSIBLE SURTIRSE POR ESTE 
CONDUCTO, SE DEBERÁN AGOTAR TODAS LAS OPCIONES DE NOTIFICACIÓN, 
REGULADAS EN EL ORDENAMIENTO JURÍDICO, PARA HACER CONOCER EL 
COMPARENDO RESPECTIVO A QUIENES SE ENCUENTREN VINCULADOS EN EL PROCESO 
CONTRAVENCIONAL. LO ANTERIOR, DEBIDO A QUE LA FINALIDAD DE LA NOTIFICACIÓN, 
COMO SE DIJO ANTERIORMENTE, NO ES SURTIR UNA ETAPA A EFECTOS DE QUE 
PERMITA CONTINUAR CON EL PROCESO SANCIONATORIO, SINO, EFECTIVAMENTE, 
INFORMAR AL IMPLICADO SOBRE LA INFRACCIÓN QUE SE LE ATRIBUYE, PARA QUE 
PUEDA EJERCER SU DERECHO DE DEFENSA O INCLUSO PONER EN CONOCIMIENTO DE 
LAS AUTORIDADES DE TRÁNSITO LA IDENTIFICACIÓN DE LA PERSONA QUE PUDO HABER 
INCURRIDO EN LA CONDUCTA QUE SE CASTIGA POR LA LEY 769 DE 2002. 
  
EN ESTE SENTIDO, SOBRE LA SENTENCIA C-980 DE 2010, EN EL ANÁLISIS DE LA 
CONSTITUCIONALIDAD DE LA NOTIFICACIÓN POR MEDIO DE CORREO, COMO SE 
RECORDARÁ, PRECISÓ QUE: 
  
“LA NOTIFICACIÓN POR CORREO, ENTENDIDA, DE MANERA GENERAL, COMO LA 
DILIGENCIA DE ENVÍO DE UNA COPIA DEL ACTO CORRESPONDIENTE A LA DIRECCIÓN 
DEL AFECTADO O INTERESADO, CUMPLE CON EL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD, Y 
GARANTIZA EL DEBIDO PROCESO, SÓLO A PARTIR DEL RECIBO DE LA COMUNICACIÓN 
QUE LA CONTIENE. EN VIRTUD DE ESA INTERPRETACIÓN, LA SOLA REMISIÓN DEL 
CORREO NO DA POR SURTIDA LA NOTIFICACIÓN DE LA DECISIÓN QUE SE PRETENDE 
COMUNICAR, POR CUANTO LO QUE EN REALIDAD PERSIGUE EL PRINCIPIO DE 
PUBLICIDAD, ES QUE LOS ACTOS JURÍDICOS QUE EXTERIORIZAN LA FUNCIÓN PÚBLICA 
ADMINISTRATIVA, SEAN MATERIALMENTE CONOCIDOS POR LOS CIUDADANOS, SIN 
RESTRICCIÓN ALGUNA, PREMISA QUE NO SE CUMPLE CON LA SIMPLE INTRODUCCIÓN 
DE UNA COPIA DEL ACTO AL CORREO” 
  
DE ESTA MANERA Y TENIENDO EN CUENTA QUE SE DEBEN AGOTAR TODOS LOS MEDIOS 
DISPUESTOS POR EL ORDENAMIENTO JURÍDICO VIGENTE PARA NOTIFICAR A QUIEN 
RESULTE INVOLUCRADO EN UN PROCESO CONTRAVENCIONAL COMO CONSECUENCIA 
DE UNA “FOTOMULTA”, Y PARTIENDO DEL HECHO DE QUE LAS AUTORIDADES DE 
TRÁNSITO EJERCEN UNA FUNCIÓN PÚBLICA, REGULADAS DE MANERA GENÉRICA POR EL 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y DE LO CONTENCIOSO 
ADMINISTRATIVO, SE DEBEN AGOTAR TODOS LOS MEDIOS DE NOTIFICACIÓN 
DISPUESTOS EN ÉSTE.  
  
POR OTRO LADO, FRENTE A LA EXPRESIÓN “QUIEN ESTÁ OBLIGADO A PAGAR LA MULTA”, 
SE RESALTA QUE ESTE PRECEPTO FUE OBJETO DE PRONUNCIAMIENTO 
CONSTITUCIONAL EN LA CITADA SENTENCIA C-980 DE 2010, EN LA CUAL SE DETERMINÓ 
QUE PARA SU APLICACIÓN SE DEBE PARTIR DE UNA INTERPRETACIÓN ARMÓNICA Y 
SISTEMÁTICA DEL CÓDIGO DE TRÁNSITO, EN CUYO ARTÍCULO 129, PARÁGRAFO 1º, SE 
DETERMINA QUE “LAS MULTAS NO PODRÁN SER IMPUESTAS A PERSONA DISTINTA DE 
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QUIEN COMETIÓ LA INFRACCIÓN”, Y QUE DE ACUERDO AL ARTÍCULO 135 DEL MISMO 
TEXTO, POR MEDIO DE LA ORDEN DE COMPARENDO SE DEBE CITAR AL PROPIETARIO 
PARA QUE BRINDE SUS CORRESPONDIENTES DESCARGOS Y DE ESTA MANERA PODER 
IDENTIFICAR AL CONDUCTOR QUE HAYA INCURRIDO EN LA INFRACCIÓN. ATENDIENDO A 
TALES CONSIDERACIONES, NO SE PUEDE COLEGIR QUE EL FIN PRETENDIDO POR EL 
LEGISLADOR CON LA REGULACIÓN ADOPTADA, ERA MENOSCABAR EL DERECHO 
FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO, PUES HA DE ENTENDERSE QUE EL PROPIETARIO 
SOLO PAGARÁ LA MULTA EN EL EVENTO EN QUE SE COMPRUEBE QUE, EFECTIVAMENTE, 
COMETIÓ LA INFRACCIÓN. EN ESTE SENTIDO, EN LA MENCIONADA PROVIDENCIA SE 
MANIFESTÓ FRENTE A TAL EXPRESIÓN, LO SIGUIENTE: 
  
“(…)LA REGLA SEGÚN LA CUAL “EN TAL CASO SE ENVIARÁ POR CORREO DENTRO DE 
LOS TRES (3) DÍAS HÁBILES SIGUIENTES LA INFRACCIÓN Y SUS SOPORTES AL 
PROPIETARIO, QUIEN ESTARÁ OBLIGADO AL PAGO DE LA MULTA”, NO ESTABLECE UNA 
FORMA DE RESPONSABILIDAD OBJETIVA NI VIOLA EL DERECHO AL DEBIDO PROCESO, 
PUES UNA INTERPRETACIÓN SISTEMÁTICA Y ARMÓNICA DE LA MISMA, PERMITE 
ADVERTIR QUE EL PROPIETARIO DEL VEHÍCULO ESTÁ EN CAPACIDAD DE COMPARECER 
AL PROCESO ADMINISTRATIVO PARA EJERCER LA DEFENSA DE SUS INTERESES, DE 
MANERA QUE LA OBLIGACIÓN DE PAGAR LA MULTA SOLO SE PRODUCE CUANDO SE 
ESTABLEZCA SU CULPABILIDAD, ES DECIR, CUANDO SE PRUEBE QUE ÉL FUE QUIEN 
COMETIÓ LA INFRACCIÓN, O CUANDO ÉSTE LO ADMITA EXPRESA O IMPLÍCITAMENTE.”. 
  
EN ESTE SENTIDO, ES PERTINENTE ACLARAR QUE LA NOTIFICACIÓN SE REALIZARÁ AL 
PROPIETARIO DEL VEHÍCULO, CUANDO NO SEA POSIBLE INDIVIDUALIZAR AL INFRACTOR, 
YA QUE, COMO SE DIJO ANTERIORMENTE, ÚNICAMENTE ES POSIBLE IMPONER LA 
SANCIÓN A QUIEN HUBIERE INCURRIDO EN ELLA. FRENTE A ESTE APARTE, EN LA 
SENTENCIA C-530 DE 2003, SE MANIFESTÓ LO SIGUIENTE: 
  
“DEL TEXTO DEL ARTÍCULO 129 DE LA LEY ACUSADA NO SE SIGUE DIRECTAMENTE LA 
RESPONSABILIDAD DEL PROPIETARIO, PUES ÉSTE SERÁ NOTIFICADO DE LA INFRACCIÓN 
DE TRÁNSITO SÓLO SI NO ES POSIBLE IDENTIFICAR O NOTIFICAR AL CONDUCTOR. LA 
NOTIFICACIÓN TIENE COMO FIN ASEGURAR SU DERECHO A LA DEFENSA EN EL 
PROCESO, PUES ASÍ TENDRÁ LA OPORTUNIDAD DE RENDIR SUS DESCARGOS. ASÍ, LA 
NOTIFICACIÓN PREVISTA EN ESTE ARTÍCULO NO VIOLA EL DERECHO AL DEBIDO 
PROCESO DE CONDUCTORES O PROPIETARIOS. POR EL CONTRARIO, ESA REGULACIÓN 
BUSCA QUE EL PROPIETARIO DEL VEHÍCULO SE DEFIENDA EN EL PROCESO Y PUEDA 
TOMAR LAS MEDIDAS PERTINENTES PARA ACLARAR LA SITUACIÓN. ADEMÁS, EL 
PARÁGRAFO 1º DEL ARTÍCULO 129 ESTABLECE QUE LAS MULTAS NO SERÁN IMPUESTAS 
A PERSONA DISTINTA DE QUIEN COMETIÓ LA INFRACCIÓN. ESTA REGLA GENERAL DEBE 
SER LA GUÍA EN EL ENTENDIMIENTO DEL APARTE ACUSADO, PUES EL LEGISLADOR 
PREVIÓ DISTINTAS FORMAS DE HACER COMPARECER AL CONDUCTOR Y DE AVISAR AL 
PROPIETARIO DEL VEHÍCULO SOBRE LA INFRACCIÓN, PARA QUE PUEDA DESVIRTUAR 
LOS HECHOS. LO ANTERIOR PROSCRIBE CUALQUIER FORMA DE RESPONSABILIDAD 
OBJETIVA QUE PUDIERA PREDICARSE DEL PROPIETARIO COMO PASARÁ A 
DEMOSTRARSE.” 
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AHORA, UNA VEZ SE LOGRE SURTIR LA ORDEN DE COMPARENDO, DE ACUERDO AL 
ARTÍCULO 136 DEL CÓDIGO DE TRÁNSITO, EXISTEN TRES OPCIONES, (I) EL PRESUNTO 
INFRACTOR PUEDE ACEPTAR LA CONTRAVENCIÓN Y PROCEDER A SU 
CORRESPONDIENTE PAGO; (II) MANIFESTAR, DENTRO DE LOS 11 DÍAS

[37]
 HÁBILES 

SIGUIENTES A LA NOTIFICACIÓN, SU INCONFORMIDAD FRENTE A LA INFRACCIÓN 
IMPUESTA, EVENTO EN EL CUAL SE PROCEDERÁ A FIJAR FECHA Y HORA DE 
REALIZACIÓN DE LA AUDIENCIA; O (III) NO ASISTIR SIN JUSTIFICACIÓN DENTRO DE LOS 
11 DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A LA NOTIFICACIÓN DEL COMPARENDO, EVENTO EN EL 
CUAL, DESPUÉS DE TRANSCURRIDOS 30 DÍAS CALENDARIO DE OCURRIDA LA RESUNTA 
INFRACCIÓN, EL CITADO QUEDARÁ VINCULADO AL PROCESO, EN CUYO CASO SE 
PROGRAMARÁ FECHA Y HORA DE CELEBRACIÓN DE LA CORRESPONDIENTE 
AUDIENCIA.

[38] 
  
EN LA AUDIENCIA, EL INFRACTOR PODRÁ COMPARECER POR SÍ MISMO O MEDIANTE 
APODERADO, QUIEN DEBERÁ SER ABOGADO EN EJERCICIO Y EN DICHA DILIGENCIA SE 
PODRÁN DECRETAR Y PRACTICAR PRUEBAS, ASÍ COMO SANCIONAR O ABSOLVER AL 
INCULPADO. LA DECISIÓN QUE SE ADOPTE, SE DEBE NOTIFICAR EN ESTRADOS. 
  
SEGÚN EL ARTÍCULO 137, INCISO 3º, SI EL CITADO NO PRESENTA DESCARGOS, NI 
TAMPOCO SOLICITA PRUEBAS QUE DESVIRTÚEN LA COMISIÓN DE LA INFRACCIÓN, SE 
DEBE PROCEDER A REGISTRAR LA SANCIÓN A SU CARGO EN EL REGISTRO DE 
CONDUCTORES INFRACTORES. 
  
EN CUANTO A LOS RECURSOS PROCEDENTES, EL RECURSO DE REPOSICIÓN PROCEDE 
CONTRA LOS AUTOS EMITIDOS EN AUDIENCIA Y DEBE INTERPONERSE Y SUSTENTARSE 
EN LA MISMA AUDIENCIA QUE SE EMITAN. EL RECURSO DE APELACIÓN PROCEDE 
ÚNICAMENTE CONTRA LAS RESOLUCIONES QUE PONGAN FIN A LA PRIMERA INSTANCIA, 
DEBE INTERPONERSE DE MANERA ORAL Y EN LA MISMA AUDIENCIA QUE SE PROFIERA 
(ARTÍCULO 142, LEY 769 DE 2002). 
  
EN ESTE ORDEN DE IDEAS, ES IMPORTANTE REALIZAR LAS SIGUIENTES PRECISIONES, 
CON BASE EN LO SENTADO EN EL CÓDIGO NACIONAL DE TRÁNSITO Y LA 
JURISPRUDENCIA RELACIONADA ANTERIORMENTE: 
  
1.         A TRAVÉS DE MEDIOS TÉCNICOS Y TECNOLÓGICOS ES ADMISIBLE REGISTRAR 
UNA INFRACCIÓN DE TRÁNSITO, INDIVIDUALIZANDO EL VEHÍCULO, LA FECHA, EL LUGAR 
Y LA HORA, LO CUAL, CONSTITUYE PRUEBA SUFICIENTE PARA IMPONER UN 
COMPARENDO, ASÍ COMO LA RESPECTIVA MULTA, DE SER ELLO PROCEDENTE 
(ARTÍCULO 129). 
2.         DENTRO DE LOS TRES DÍAS HÁBILES SIGUIENTES SE DEBE NOTIFICAR AL ÚLTIMO 
PROPIETARIO REGISTRADO DEL VEHÍCULO O, DE SER POSIBLE, AL CONDUCTOR QUE 
INCURRIÓ EN LA INFRACCIÓN (ARTÍCULO 135, INCISO 5). 
3.         LA NOTIFICACIÓN DEBE REALIZARSE POR CORREO CERTIFICADO, DE NO SER 
POSIBLE SE DEBEN AGOTAR TODOS LOS MEDIOS DE NOTIFICACIÓN REGULADOS EN LA 
LEGISLACIÓN VIGENTE (ARTÍCULO 135, INCISO 5 Y SENTENCIA C-980 DE 2010). 
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4.         A LA NOTIFICACIÓN SE DEBE ADJUNTAR EL COMPARENDO Y LOS SOPORTES DEL 
MISMO (ARTÍCULO 135, INCISO 5 Y LEY 1437 DE 2011, ARTÍCULO 72). 
5.         UNA VEZ RECIBIDA LA NOTIFICACIÓN HAY TRES OPCIONES: 
A.         REALIZAR EL PAGO (ARTÍCULO 136, NUMERALES 1, 2 Y 3). 
B.         COMPARECER DENTRO DE LOS 11 DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A LA NOTIFICACIÓN 
DE LA INFRACCIÓN Y MANIFESTAR INCONFORMIDAD FRENTE A LA MISMA, EVENTO EN EL 
CUAL SE DEBE REALIZAR AUDIENCIA PÚBLICA (ARTÍCULO 136, INCISO 2 Y 4 Y ARTÍCULO 
137). 
C.         NO COMPARECER DENTRO DE LOS 11 DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A LA 
NOTIFICACIÓN DE LA INFRACCIÓN. EN ESTE EVENTO, SI LA PERSONA NO COMPARECE 
DENTRO DE LOS 30 DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A LA INFRACCIÓN SE DEBE PROCEDER A 
REALIZAR AUDIENCIA ARTÍCULO 136, INCISO 3 Y ARTÍCULO 137). 
6.         EN LA AUDIENCIA SE PUEDE COMPARECER POR SÍ MISMO EL PRESUNTO 
INFRACTOR O POR MEDIO DE APODERADO, QUIEN DEBE SER ABOGADO EN EJERCICIO 
(ARTÍCULO 138). 
7.         EN AUDIENCIA SE REALIZARÁN DESCARGOS Y SE DECRETARAN LAS PRUEBAS 
SOLICITADAS Y LAS QUE SE REQUIERAN DE OFICIO, DE SER POSIBLE SE PRACTICARÁN 
Y SE SANCIONARÁ O ABSOLVERÁ AL PRESUNTO CONTRAVENTOR (ARTÍCULO 136, INCISO 
4). 
8.         CONTRA LOS AUTOS PROFERIDOS EN AUDIENCIA PROCEDE EL RECURSO DE 
REPOSICIÓN, EL CUAL PODRÁ SER PRESENTADO Y SUSTENTADO EN LA MISMA 
AUDIENCIA Y EL RECURSO DE APELACIÓN, EL CUAL ÚNICAMENTE PROCEDE CONTRA LA 
RESOLUCIÓN, CON LA QUE SE PONGA FIN A LA PRIMERA INSTANCIA (ARTÍCULO 142).  
  
LA NATURALEZA JURÍDICA DE LA RESOLUCIÓN MENCIONADA CORRESPONDE A LA DE UN 
ACTO ADMINISTRATIVO PARTICULAR

[39]
 POR MEDIO DEL CUAL SE CREA UNA SITUACIÓN 

JURÍDICA. POR ENDE, CUANDO EL PERJUDICADO NO ESTÉ CONFORME CON LA SANCIÓN 
IMPUESTA, EL MECANISMO JUDICIAL PROCEDENTE SERÁ EL MEDIO DE CONTROL DE 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

[40]
, EL CUAL PERMITE RESARCIR EL DAÑO 

CAUSADO INJUSTIFICADAMENTE A UN DERECHO SUBJETIVO”
[41]

. 
  
DEBE TENERSE EN CUENTA QUE, UNO DE LOS REQUISITOS PARA ACUDIR AL MEDIO DE 
CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO ES HABER INTERPUESTO 
LOS RECURSOS EN SEDE ADMINISTRATIVA, SIN EMBARGO, CUANDO NO SE HUBIESEN 
PRESENTADO PORQUE LAS AUTORIDADES NO LO PERMITIERON, NO ES POSIBLE EXIGIR 
ESE REQUISITO. LA FALTA DE NOTIFICACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS, IMPLICA 
QUE LOS AFECTADOS NO TENGAN CONOCIMIENTO DE LOS PRONUNCIAMIENTOS DE LA 
ADMINISTRACIÓN Y, POR ENDE, CONSTITUYE UNA BARRERA PARA EL EJERCICIOS LOS 
RECURSOS PROCEDENTES, EN CONSECUENCIA, CUANDO LA ALTA DE INTERPOSICIÓN 
DE RECURSOS OBEDEZCA A LA FALTA DE NOTIFICACIÓN, ES POSIBLE ACCEDER AL 
MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, AUN CUANDO 
NO SE HUBIERE AGOTADO ESE REQUISITO DE PROCEDENCIA. 
  
POR OTRO LADO, TAMBIÉN RESULTARÍA POSIBLE SOLICITAR LA REVOCATORIA DIRECTA 
DEL ACTO ADMINISTRATIVO POR MEDIO DEL CUAL SE IMPONE LA SANCIÓN, REGULADA 
EN EL ARTÍCULO 93 Y SIGUIENTES DE LA LEY 1437 DE 2011. 
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8. CASOS CONCRETOS 
  
A TRAVÉS DEL PRESENTE PRONUNCIAMIENTO, LA SALA ANALIZARÁ LOS CASOS DE TRES 
PERSONAS QUE ALEGAN LA VULNERACIÓN DE SU DERECHO FUNDAMENTAL AL DEBIDO 
PROCESO, COMO CONSECUENCIA DE LA INDEBIDA NOTIFICACIÓN DEL INICIO DE UNA 
ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA ADELANTADA EN SU CONTRA POR LA AUTORIDAD DE 
TRÁNSITO, QUE CULMINÓ CON LA IMPOSICIÓN DE UNA MULTA. 
  
8.1 EXPEDIENTE T-5.149.274 
  
RECOPILANDO LO EXPUESTO ANTERIORMENTE, EN EL EXPEDIENTE T-5.149.274, A LA 
SEÑORA MARÍA EUGENIA GAVIRIA QUINTERO, EL 16 DE AGOSTO DE 2013, SE LE 
REGISTRÓ SOBRE SU VEHÍCULO, POR MEDIOS TECNOLÓGICOS, UNA INFRACCIÓN POR 
EXCEDER EL LÍMITE DE VELOCIDAD PERMITIDO, LO QUE CONLLEVÓ LA IMPOSICIÓN DE 
UN COMPARENDO, DEL CUAL TUVO CONOCIMIENTO “TIEMPO DESPUÉS”. DE ACUERDO 
CON LA SECRETARÍA DE MOVILIDAD EL VALOR DE LA MULTA POR ESA INFRACCIÓN ES 
DE $294.800. 
  
DE ENTRADA DEBE ESTA CORTE MANIFESTAR QUE LA ACCIÓN DE TUTELA EN EL 
PRESENTE CASO SE TORNA IMPROCEDENTE POR NO CUMPLIR CON EL REQUISITO DE 
INMEDIATEZ, PUESTO QUE LOS SUPUESTOS FÁCTICOS EN QUE SE FUNDAMENTA DATAN 
DEL AÑO 2013 Y LA DEMANDA FUE PRESENTADA EL DÍA 18 DE JUNIO DE 2015, SIN HABER 
PROBADO O AL MENOS MENCIONADO UN MOTIVO RAZONABLE PARA JUSTIFICAR SU 
TARDANZA.  
  
ADICIONALMENTE, LA ACCIONANTE NO MANIFESTÓ NINGUNA SITUACIÓN PARTICULAR 
DE VULNERABILIDAD QUE AMERITE UNA ESPECIAL PROTECCIÓN, NI TAMPOCO ADVIRTIÓ 
LA EXISTENCIA DE UN EVENTUAL PERJUICIO IRREMEDIABLE COMO CONSECUENCIA DE 
LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA ADELANTADA EN SU CONTRA, NI DE LA SANCIÓN 
IMPUESTA.  
  
FRENTE A ESTE PARTICULAR, SE REITERA, LA ACCIÓN DE TUTELA NO PUEDE 
UTILIZARSE PARA REVIVIR SITUACIONES JURÍDICAS YA CONSOLIDADAS, MENOS AUN 
CUANDO NO EXISTE NINGUNA RAZÓN QUE JUSTIFIQUE LA DEMORA EN SU 
PRESENTACIÓN, NI TAMPOCO UNA SITUACIÓN ACTUAL QUE AMERITE EL ESPECIAL 
AMPARO CONSTITUCIONAL. 
  
EN GRACIA DE DISCUSIÓN SE ADVIERTE, FRENTE A LA PRESUNTA VIOLACIÓN AL DEBIDO 
PROCESO, QUE NO LE ASISTE RAZÓN AL JUEZ DE INSTANCIA AL MANIFESTAR QUE 
EXISTE VULNERACIÓN A TAL DERECHO FUNDAMENTAL PORQUE SE INTENTÓ REALIZAR 
LA NOTIFICACIÓN UNA SOLA VEZ, HABIDA CUENTA QUE, COMO SE SEÑALÓ 
ANTERIORMENTE, TANTO LA ACTORA COMO LA SECRETARÍA DE MOVILIDAD 
MANIFIESTAN QUE LA NOTIFICACIÓN SE INTENTÓ REALIZAR EN DOS OCASIONES PERO 
EN LAS DOS OPORTUNIDADES SE REPORTÓ QUE LA DIRECCIÓN SE ENCONTRABA 
CERRADA (FOLIO 1, 12, 13, 14 Y 15). 
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ADICIONALMENTE, LA AUTORIDAD ACCIONADA, ADEMÁS DE LAS DOS VECES QUE 
INTENTÓ REALIZAR LA NOTIFICACIÓN POR CORREO, AGOTÓ TODOS LOS MEDIOS 
DISPUESTOS EN LA LEY 1437 DE 2011. EN EFECTO, INTENTÓ REALIZAR LA CITACIÓN 
PARA NOTIFICACIÓN PERSONAL DE QUE TRATA EL ARTÍCULO 68 DE ESTA NORMA Y 
LLEVÓ A CABO LA NOTIFICACIÓN POR AVISO REGULADA EN EL ARTÍCULO 69 SIGUIENTE, 
DE LO CUAL DEJÓ CONSTANCIA COMO SE ORDENA EN LA PARTE FINAL DE ESTA NORMA. 
DE AHÍ QUE NO SE PUEDA ALEGAR UNA ACTUACIÓN NEGLIGENTE NI ABUSIVA POR 
PARTE DE DICHA ENTIDAD. 
  
AL RESPECTO, SE ADVIERTE QUE LA SECRETARÍA DE MOVILIDAD APORTÓ 
CONSTANCIAS SEGÚN LAS CUALES: (I) ENTRE EL 22 Y 28 DE NOVIEMBRE SE SURTIÓ LA 
CITACIÓN PARA NOTIFICACIÓN PERSONAL POR MEDIO DE SU RESPECTIVA FIJACIÓN EN 
LA CARTELERA Y EN LA PÁGINA WEB DE LA SECRETARÍA, EN CONCORDANCIA CON EL 
INCISO 2º  DEL ARTÍCULO 69 DE LA LEY 1437 DE 2011; (II) ENTRE EL 29 DE NOVIEMBRE Y 
EL 6 DE DICIEMBRE, SE SURTIÓ LA NOTIFICACIÓN POR AVISO, A TRAVÉS DEL MISMO 
MEDIO DE PUBLICACIÓN. UNA VEZ EMPLEADOS TODOS LOS MEDIOS DE NOTIFICACIÓN 
EXISTENTES, SE CONTINUÓ CON EL PROCESO CONTRAVENCIONAL DE ACUERDO A LA 
NORMATIVIDAD VIGENTE. 
  
FRENTE A LAS CONSTANCIAS APORTADAS, ES PERTINENTE TRAER A COLACIÓN EL 
INCISO 3º DEL ARTÍCULO 69 DE LA LEY 1437 DE 2011, CONFORME AL CUAL “[E]N EL 
EXPEDIENTE SE DEJARÁ CONSTANCIA DE LA REMISIÓN O PUBLICACIÓN DEL AVISO Y DE 
LA FECHA EN QUE POR ESTE MEDIO QUEDARÁ SURTIDA LA NOTIFICACIÓN PERSONAL”. 
IGUALMENTE, SE ASUME QUE, EN VIRTUD DEL PRINCIPIO DE BUENA FE QUE DEBE GUIAR 
LA ACTUACIÓN DE LOS ADMINISTRADOS Y DE LAS ENTIDADES PÚBLICAS, LAS MISMAS 
CORRESPONDEN A LA VERDAD.  
  
ASÍ SE CONCLUYE QUE, EN EL PRESENTE CASO, LA ACCIÓN DE TUTELA NO RESULTABA 
VIABLE, POR TANTO, ESTA SALA PROCEDERÁ A REVOCAR LA SENTENCIA PROFERIDA, 
EL 2 DE JULIO DE 2015,POR EL JUZGADO OCTAVO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD 
DE MEDELLÍN, EN EL TRÁMITE DEL PROCESO DE TUTELA T-5.149.274 Y, EN SU LUGAR, 
NEGARÁ EL AMPARO DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA 
SEÑORA MARÍA EUGENIA GAVIRIA QUINTERO, POR LAS RAZONES EXPUESTAS EN ESTA 
PROVIDENCIA. 
  
8.2 EXPEDIENTE T-5.151.135 
  
EN RELACIÓN CON EL EXPEDIENTE T-5.151.135, SE TIENE QUE A LA 
SEÑORA MARIZULY NARANJO PARRA, LOS DÍAS 26 Y 27 DE JUNIO DE 2014, LE 
IMPUSIERON DOS COMPARENDOS POR INFRACCIONES CAPTADAS A TRAVÉS DE MEDIOS 
TECNOLÓGICOS, AL HABER EXCEDIDO EL LÍMITE DE VELOCIDAD DE CONDUCCIÓN 
PERMITIDO, CADA INFRACCIÓN FUE SANCIONADA CON UNA MULTA POR VALOR DE 
$308.000. 
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EN EL EXPEDIENTE NO OBRA PRUEBA DE QUE EL INICIO DE LA ACTUACIÓN 
ADMINISTRATIVA FUE NOTIFICADO. DE ACUERDO AL ACERVO PROBATORIO, LA ACTORA 
TUVO CONOCIMIENTO DEL PROCEDIMIENTO CONTRAVENCIONAL EN FEBRERO DE 2015, 
MÁS PRECISAMENTE, EL 19 DE ESE MES, DE ACUERDO A LO QUE LA MISMA MANIFIESTA. 
EN ESTA FECHA SE LE REMITIERON DOS OFICIOS EN LOS QUE LA REQUERÍAN PARA 
EFECTUAR EL PAGO DE LA MULTA IMPUESTA COMO CONSECUENTICA DE LOS 
MENCIONADOS COMPARENDOS. 
  
INMEDIATAMENTE DESPUÉS, EL 21 DE FEBRERO DEL MISMO AÑO, LA TUTELANTE SE 
DIRIGIÓ A LA AUTORIDAD ACCIONADA, EN EJERCICIO DEL DERECHO FUNDAMENTAL DE 
PETICIÓN, PARA QUE SE DECLARARA LA CADUCIDAD DE LA CONTRAVENCIÓN, EN 
VIRTUD DEL ARTÍCULO 161 DEL CÓDIGO NACIONAL DE TRÁNSITO, Y SE DEJARA SIN 
EFECTOS EL PROCEDIMIENTO CORRESPONDIENTE, EL CUAL CONSIDERABA CONTRARIO 
A LO REGULADO EN EL MENCIONADO CÓDIGO. LA SOLICITUD NO SE RESOLVIÓ, POR LO 
QUE PRESENTÓ UNA NUEVA, EL 16 DE ABRIL DE 2015, CON EL FIN DE QUE SE LE 
ENTREGARA PRUEBA DE LA NOTIFICACIÓN, PETICIÓN QUE TAMPOCO FUE RESUELTA. 
  
POSTERIORMENTE, EL 22 DE MAYO DE LA MISMA ANUALIDAD, RECIBIÓ DOS NUEVOS 
OFICIOS EN LOS QUE SE LE REQUIRIÓ PARA QUE COMPAREZCA, ESTA VEZ, PARA 
NOTIFICACIÓN PERSONAL DE DOS MANDAMIENTOS DE PAGO CON OCASIÓN DE LAS 
CONTRAVENCIONES. 
  
EN CUANTO A LAS SOLICITUDES MENCIONADAS, CABE RESALTAR, QUE LA AUTORIDAD 
DEMANDADA, AL CONTESTAR LA ACCIÓN DE TUTELA, MANIFESTÓ QUE SOLO TUVO 
CONOCIMIENTO DE ELLAS HASTA EL TRASLADO DE ESTA DEMANDA, TRAS LO QUE 
PROCEDIÓ A RESOLVERLAS EN UN MISMO DOCUMENTO, EL CUAL ADJUNTÓ AL ESCRITO 
DE CONTESTACIÓN. IGUALMENTE, SE RESALTA QUE EL JUEZ DE INSTANCIA AVALÓ LA 
POSICIÓN DE LA ACCIONADA AL NO EXISTIR PRUEBA DE QUE HUBIERA RECIBIDO LAS 
SOLICITUDES. 
  
EN LA RESPUESTA, SE INFORMÓ QUE LA PETICIÓN NO PODÍA DESPACHARSE DE FORMA 
FAVORABLE, DADO QUE EL 30 DE SEPTIEMBRE DE 2014, SE REALIZÓ LA AUDIENCIA 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 136 DE LA LEY 769 DE 2002 Y, SEGÚN LO ESTIPULADO EN EL 
ARTÍCULO 161 DEL MISMO ORDENAMIENTO, EL TERMINO DE CADUCIDAD DE LA 
CONTRAVENCIÓN SE INTERRUMPE CON LA CELEBRACIÓN DE DICHA AUDIENCIA. 
  
EN CUANTO A LA SEGUNDA SOLICITUD, MANIFESTÓ QUE SE INTENTÓ REALIZAR LA 
NOTIFICACIÓN, PERO QUE LA MISMA FUE DEVUELTA POR “DIRECCIÓN INCORRECTA”, DE 
LO CUAL NO ANEXÓ PRUEBA. FRENTE A ESTE PARTICULAR, SE RESALTA QUE, SI BIEN EN 
EL ESCRITO DE CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA, LA ENTIDAD ACCIONADA ASEVERA 
QUE INCLUSO DESPUÉS DE NO HABER LOGRADO REALIZAR LA NOTIFICACIÓN POR 
CORREO INTENTÓ NOTIFICAR A LA ACCIONADA POR AVISO, LO CIERTO ES QUE 
TAMPOCO ANEXA PRUEBA DE ELLO.  SE DESTACA QUE LA ENTIDAD DEMANDADA NO 
ALEGA HABER ENVIADO LAS NOTIFICACIONES DE LOS COMPARENDOS A UNA DIRECCIÓN 
DISTINTA A LA QUE SE ENVIÓ LAS RELACIONADAS CON LOS MANDAMIENTOS DE PAGO, 
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LAS CUALES FUERON EFECTIVAMENTE RECIBIDAS, EN CONSECUENCIA, ES DABLE 
ENTENDER QUE LA DIRECCIÓN DE LA TUTELANTE ESTABA ACTUALIZADA. 
  
EN TODO CASO, A PESAR DE QUE NO EXISTE PRUEBA DE LA NOTIFICACIÓN DEL 
COMPARENDO, LO CUAL IMPEDÍA CONTINUAR CON LOS DEMÁS PROCEDIMIENTOS, LO 
CIERTO ES QUE HAY UN ASPECTO QUE LLAMA LA ATENCIÓN DE ESTA SALA EN LA 
RESPUESTA QUE BRINDA LA ACCIONADA, DADO QUE EN ESTA SE ASEVERA CON 
FIRMEZA QUE LA ACCIONANTE NO SOLICITÓ LA AUDIENCIA DE QUE TRATA EL ARTÍCULO 
136 DEL CÓDIGO NACIONAL DE TRÁNSITO, CUANDO, SEGÚN TAL DISPOSICIÓN ES CLARO 
QUE LA AUDIENCIA NO SE HACE A SOLICITUD DEL INTERESADO, SINO DE OFICIO. EN 
EFECTO, EN TÉRMINOS DE LA MENCIONADA NORMA: 
  
  “SI EL INCULPADO RECHAZA LA COMISIÓN DE LA INFRACCIÓN, DEBERÁ COMPARECER 
ANTE EL FUNCIONARIO EN AUDIENCIA PÚBLICA PARA QUE ÉSTE DECRETE LAS PRUEBAS 
CONDUCENTES QUE LE SEAN SOLICITADAS Y LAS DE OFICIO QUE CONSIDERE ÚTILES. 
  
SI EL CONTRAVENTOR NO COMPARECIERE SIN JUSTA CAUSA COMPROBADA DENTRO DE 
LOS CINCO (5) DÍAS HÁBILES SIGUIENTES A LA NOTIFICACIÓN DEL COMPARENDO, LA 
AUTORIDAD DE TRÁNSITO, DESPUÉS DE TREINTA (30) DÍAS CALENDARIO DE OCURRIDA 
LA PRESUNTA INFRACCIÓN, SEGUIRÁ EL PROCESO, ENTENDIÉNDOSE QUE QUEDA 
VINCULADO AL MISMO, FALLÁNDOSE EN AUDIENCIA PÚBLICA Y NOTIFICÁNDOSE EN 
ESTRADOS.” (SUBRAYADO FUER DEL TEXTO). 
  
BAJO ESTA ORIENTACIÓN DEBE ENTENDERSE QUE LA AUDIENCIA DEBE LLEVARSE A 
CABO AUN CUANDO EL INVOLUCRADO NO COMPAREZCA AL PROCEDIMIENTO 
ADMINISTRATIVO O, A PESAR DE COMPARECER, NO ESTÉ CONFORME CON LA SANCIÓN 
IMPUESTA. ASÍ, EN EL ÚNICO EVENTO EN QUE NO SE LLEVARÍA A CABO DICHA 
DILIGENCIA, SERÍA CUANDO EL PRESUNTO CONTRAVENTOR PAGUE LA MULTA. 
  
LA REALIZACIÓN DE LA AUDIENCIA ES DE SUMA IMPORTANCIA PUES, COMO SE 
MENCIONÓ ANTERIORMENTE, SEGÚN LO DISPUSO EL LEGISLADOR, ES LA ÚNICA 
OPORTUNIDAD PARA PRESENTAR LOS RECURSOS DE REPOSICIÓN Y APELACIÓN EN EL 
PROCESO CONTRAVENCIONAL QUE SE ESTUDIA

[42]
. MOTIVO POR EL CUAL, EN CASO DE 

NO INTERPONERSE LOS RECURSOS PROCEDENTES O HABER SIDO NEGADOS, LA 
RESOLUCIÓN, POR MEDIO DE LA CUAL SE IMPONGA LA SANCIÓN, QUEDA EN FIRME. 
  
ASÍ LAS COSAS, FRENTE AL CONJUNTO DE PROCEDIMIENTOS SURTIDOS EN EL 
TRANSCURSO DE LA ACTUACIÓN ADMINISTRATIVA EN CUESTIÓN, LA SECRETARÍA DE 
TRÁNSITO Y TRANSPORTE DEARJONA NO CUMPLIÓ A CABALIDAD CON EL DEBIDO 
PROCESO EN LOS TÉRMINOS DE LA LEY 769 DE 2002, MODIFICADA POR LA LEY 1383 DE 
2010, DEBIDO A QUE NO SE COMPROBÓ LA NOTIFICACIÓN REALIZADA NI POR CORREO NI 
POR AVISO, LO CUAL IMPLICA EL DESCONOCIMIENTO DEL PRINCIPIO DE PUBLICIDAD Y 
LA POSIBILIDAD DE QUE EL ACCIONANTE PUEDA EJERCER SU DERECHO DE DEFENSA Y 
CONTRADICCIÓN. POR LO TANTO, EL RESTO DEL PROCEDIMIENTO SE ENCUENTRA 
VICIADO DE NULIDAD. ADICIONALMENTE, SE OBSERVA FALTA DE CLARIDAD, POR PARTE 
DE LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO, FRENTE AL DEBER DE REALIZAR AUDIENCIA PÚBLICA, 
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LO QUE IMPLICA UN OBRAR NEGLIGENTE DE PARTE DE ESA ENTIDAD. A PESAR DE TODO 
ELLO, SE IMPUSIERON LAS CORRESPONDIENTES MULTAS. 
  
DE LO ANTERIOR SE DESPRENDE QUE EXISTE UNA VIOLACIÓN AL DERECHO 
FUNDAMENTAL AL DEBIDO PROCESO, POR ENDE, EN PRINCIPIO LA TUTELA ES 
PROCEDENTE. NO OBSTANTE, COMO SE ANALIZÓ, CUANDO EXISTAN OTROS MEDIOS 
ORDINARIOS DE DEFENSA JUDICIAL IDÓNEOS PARA LA PROTECCIÓN DE LAS GARANTÍAS 
FUNDAMENTALES Y NO SE AVIZORE UN EVENTUAL PERJUICIO IRREMEDIABLE, SE DEBE 
ACUDIR A ESTOS DE MANERA PREFERENTE. 
  
EN EL PRESENTE CASO LA ACTORA TIENE LA POSIBILIDAD DE ACUDIR AL MEDIO DE 
CONTROL DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, YA QUE SE DISCUTE UN 
ACTO ADMINISTRATIVO PARTICULAR. DEBE TENERSE EN CUENTA QUE, SI BIEN UN 
REQUISITO DE PROCEDIBILIDAD PARA ACTIVAR ESE MEDIO DE CONTROL CONSISTE EN 
HABER AGOTADO LOS RECURSOS PERTINENTES EN SEDE ADMINISTRATIVA, REQUISITO 
CON EL CUAL LA ACTORA NO CUMPLE, LO CIERTO ES QUE ELLO OBEDECE A UNA 
BARRERA QUE LA MISMA ADMINISTRACIÓN IMPUSO, CONSISTENTE EN LA FALTA DE 
NOTIFICACIÓN DEL PROCEDIMIENTO, CONSIDERACIÓN QUE TORNA PROCEDENTE EL 
COMENTADO MEDIO DE CONTROL (INCISO 2 DEL NUMERAL 2 DEL ARTÍCULO 161 DE 
LA  LEY 1437 DE 2011). 
  
CON TODO, NO SOBRA ADVERTIR, FRENTE A LAS PETICIONES PRESENTADAS LOS DÍAS 
21 DE FEBRERO Y 16 DE ABRIL DE 2015, RELACIONADAS CON LA SOLICITUD DE 
CADUCIDAD DE LOS COMPARENDOS Y CON EL COMPROBANTE DE NOTIFICACIÓN, 
RESPECTIVAMENTE, QUE LA PRIMERA FUE RESPONDIDA DE FONDO, EN LOS TÉRMINOS 
ANTERIORMENTE MENCIONADOS. NO OBSTANTE, NO SUCEDE LO PROPIO CON LA 
SEGUNDA SOLICITUD DEBIDO A QUE HASTA EL MOMENTO NO SE HA ENTREGADO UN 
COMPROBANTE DE LA NOTIFICACIÓN, POR LO QUE EXISTE UNA VULNERACIÓN AL 
DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN. 
  
POR LO ANTERIORMENTE EXPUESTO, SE REVOCARÁ LA SENTENCIA PROFERIDA EL 18 
DE JUNIO DE 2015, POR EL JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE ARJONA (BOLÍVAR), EN 
EL TRÁMITE DEL PROCESO DE TUTELA T-5.151.135 Y, EN SU LUGAR, SE NEGARÁ EL 
AMPARO DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA SEÑORA MARIZULY NARANJO 
PARRA. SIN EMBARGO, SE TUTELARÁ EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN Y, EN 
CONSECUENCIA, SE ORDENARÁ RESPONDER LA PETICIÓN PRESENTADA POR LA 
ACCIONANTE EL 16 DE ABRIL DE 2015, A TRAVÉS DE LA CUAL SOLICITÓ A LA ENTIDAD 
ACCIONADA UN COMPROBANTE DE LA NOTIFICACIÓN DEL INICIO DEL PROCESO 
CONTRAVENCIONAL ADELANTADO EN SU CONTRA. 
  
8.3. EXPEDIENTE T-5.151.136 
  
FINALMENTE, EN EL EXPEDIENTE T-5.151.136, CUYA ACCIONANTE ES LA SEÑORA LUZ 
ALMA OSORIO MARTÍNEZ, SE SEÑALA QUE EL DÍA 29 DE JUNIO DE 2014, SE LE IMPUSO 
UN COMPARENDO, DEBIDO A UNA INFRACCIÓN DE TRÁNSITO CAPTADA A TRAVÉS DE 
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MEDIOS TECNOLÓGICOS POR EXCEDER EL LÍMITE DE VELOCIDAD DE CONDUCCIÓN 
PERMITIDO, CUYA MULTA CORRESPONDE A LA SUMA DE $308.000. 
  
MANIFIESTA QUE SE ENTERÓ DEL PROCESO CONTRAVENCIONAL EL 3 DE ABRIL DE 2015, 
CUANDO INTENTÓ REALIZAR EL REGISTRO PARA LA VENTA DE SU AUTOMÓVIL, POR LO 
QUE EL 8 DE ABRIL SIGUIENTE, EN EJERCICIO DEL DERECHO FUNDAMENTAL DE 
PETICIÓN, PRESENTÓ SOLICITUD ANTE LA AUTORIDAD ACCIONADA PRETENDIENDO QUE 
SE APLICARA EL ARTÍCULO 161 DE LA LEY 769 DE 2002 Y, EN CONSECUENCIA, SE 
DECLARARA SU CADUCIDAD. 
  
LA SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y MOVILIDAD DE ARJONA RESPONDIÓ EL 11 DE MAYO 
SIGUIENTE POR MEDIO DE OFICIO EN EL QUE INFORMÓ A LA TUTELANTE EL 
PROCEDIMIENTO SURTIDO EN SU CONTRA Y LE MANIFESTÓ QUE EL 15 DE SEPTIEMBRE 
DE 2014, SE LLEVÓ A CABO AUDIENCIA PÚBLICA, LA CUAL INTERRUMPIÓ EL TÉRMINO DE 
CADUCIDAD, POR LO QUE NO ERA POSIBLE ACCEDER A SU PRETENSIÓN. 
  
ALEGA LA DEMANDANTE QUE NO FUE NOTIFICADA OPORTUNAMENTE, RAZÓN POR LA 
CUAL NO PUDO EJERCER SU DERECHO DE DEFENSA, LO QUE IMPLICA DESCONOCER EL 
PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA Y APLICAR UN RÉGIMEN DE 
RESPONSABILIDAD OBJETIVA, MOTIVO POR EL CUAL, EL 21 DE MAYO DE 2015, 
PRESENTÓ ACCIÓN DE TUTELA. 
  
A DIFERENCIA DEL ANTERIOR CASO, EN EL QUE NO EXISTIÓ PRUEBA SUMARIA QUE 
DEMOSTRARA LA NOTIFICACIÓN DEL COMPARENDO, EN EL PRESENTE ASUNTO, A FOLIO 
20, OBRA UNA CONSTANCIA ENTREGADA EL 10 DE JULIO DE 2014 POR LA 
EMPRESA CONTRUSEÑALES ARJONA, EN LA QUE SE PUEDE VER EL NÚMERO DE GUÍA Y 
DE ORDEN DE SERVICIO, ASÍ COMO EL NOMBRE DEL DESTINATARIO, ESTO ES, DE LA 
SEÑORA LUZ ALMA OSORIO, SU DIRECCIÓN, LA INDICACIÓN: “COMPARENDO 
DIGITAL ARJ 0008034”, LA FECHA, EL MUNICIPIO, EL DEPARTAMENTO, LA ZONA, ASÍ COMO 
EN SU PARTE INFERIOR SE PUEDE EVIDENCIAR LA FIRMA DE RECIBIDO. SE DESTACA 
QUE NO SE ALEGÓ NINGUNA IRREGULARIDAD RELACIONADA CON LA DIRECCIÓN DE LA 
DEMANDANTE.  
  
EN ESTE SENTIDO, ES PRECISO TRAER A COLACIÓN EL INCISO 3º DEL ARTÍCULO 67, DE 
LA LEY 1437 DE 2011, POR MEDIO DEL CUAL SE ENCUENTRA REGULADA LA 
NOTIFICACIÓN PERSONAL, EN EL QUE, DESPUÉS DE HABERSE ESTABLECIDO LOS 
REQUISITOS DE LA NOTIFICACIÓN, SE PRECISA QUE “[E]L INCUMPLIMIENTO DE 
CUALQUIERA DE ESTOS REQUISITOS INVALIDARÁ LA NOTIFICACIÓN”. IGUALMENTE, EN 
EL ARTÍCULO 72 IBÍDEM, SE DETERMINA, FRENTE A LOS REQUISITOS DE NOTIFICACIÓN 
QUE “[S]IN EL LLENO DE [ESOS] REQUISITOS NO SE TENDRÁ POR HECHA LA 
NOTIFICACIÓN, NI PRODUCIRÁ EFECTOS LEGALES LA DECISIÓN, A MENOS QUE LA PARTE 
INTERESADA REVELE QUE CONOCE EL ACTO, CONSIENTA LA DECISIÓN O INTERPONGA 
LOS RECURSOS LEGALES. TODO, EN ARAS DE QUE EL INTERESADO CONOZCA LA 
MOTIVACIÓN DE LA ACTUACIÓN QUE SE ADELANTA EN SU CONTRA, EL PROCEDIMIENTO 
QUE DEBE SEGUIR Y LOS RECURSOS PROCEDENTES, LO QUE SE CONSTITUYE COMO 
UNA GARANTÍA DEL DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN.  
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EN LA LEY 769 DE 2002, MODIFICADA POR LA LEY 1383 DE 2010, SE DISPUSO QUE LA 
NOTIFICACIÓN, EN EL CASO DE LOS COMPARENDOS IMPUESTOS POR HABERSE 
DETECTADO LA INFRACCIÓN A TRAVÉS DE MEDIOS TECNOLÓGICOS, DEBEN 
ACOMPAÑARSE NECESARIAMENTE DE LA PRUEBA DE LA INFRACCIÓN:  
  
“LA ACTUACIÓN SE ADELANTARÁ EN LA FORMA PREVISTA EN EL ARTÍCULO 
PRECEDENTE, CON UN PLAZO ADICIONAL DE SEIS (6) DÍAS HÁBILES CONTADOS A 
PARTIR DEL RECIBO DE LA COMUNICACIÓN RESPECTIVA, PARA LO CUAL DEBERÁ 
DISPONERSE DE LA PRUEBA DE LA INFRACCIÓN COMO ANEXO NECESARIO DEL 
COMPARENDO.” NEGRILLA FUERA DEL TEXTO. 
  
NO EXISTE PRUEBA DE QUE AL COMPARENDO SE HAYA ANEXADO LA PRUEBA DE LA 
INFRACCIÓN, ELLO IMPLICA PER SE QUE NO SE CUMPLIÓ CON ESE REQUISITO, PUES EL 
LEGISLADOR ESTABLECIÓ DE MANERA ESPECÍFICA QUE ELLO CONSTITUYE UN 
REQUISITO PARA LA NOTIFICACIÓN. DEBE TENERSE EN CUENTA QUE DE ESA SITUACIÓN 
SE DESPRENDE LA FALTA DE CONOCIMIENTO, POR PARTE DE LA ACTORA, DE LA 
INFRACCIÓN EN LA QUE PRESUNTAMENTE INCURRIÓ, ASÍ COMO DE LOS RECURSOS 
PROCEDENTES Y DEL TRÁMITE ADMINISTRATIVO SUBSIGUIENTE, POR ENDE, SE AFECTA 
DE MANERA GRAVE LA GARANTÍA AL DERECHO DE DEFENSA Y CONTRADICCIÓN. 
  
NO OBSTANTE LO ANTERIOR, A PESAR DE QUE SE OBSERVA QUE LA ENTIDAD 
ACCIONADA INCURRIÓ EN LA VULNERACIÓN DE UNA GARANTÍA FUNDAMENTAL, AL IGUAL 
QUE EN EL ANTERIOR CASO, EXISTE OTRO MEDIO ORDINARIO DE DEFENSA JUDICIAL 
IDÓNEO PARA SU PROTECCIÓN, CONSISTENTE EN EL MEDIO DE CONTROL DE NULIDAD Y 
RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO, EL CUAL SE ENCUENTRA ACTIVO A PESAR DE QUE 
NO SE AGOTARON LOS RECURSOS EN SEDE ADMINISTRATIVA, DEBIDO A QUE ELLO 
OCURRIÓ POR LA FALTA DE NOTIFICACIÓN EN QUE INCURRIÓ LA ACCIONADA. ASÍ LAS 
COSAS Y, AL NO EVIDENCIARSE LA EXISTENCIA DE UN PERJUICIO IRREMEDIABLE, SE 
HACE IMPROCEDENTE ACCEDER AL AMPARO POR VÍA DE TUTELA. BAJO ESA LÍNEA, LA 
SALA PROCEDERÁ A REVOCAR LA SENTENCIA PROFERIDA, EL 3 DE JUNIO DE 2015, POR 
EL JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE ARJONA (BOLÍVAR), EN EL TRÁMITE DEL 
PROCESO DE TUTELA T-5.151.136 Y, EN SU LUGAR, SE NEGARÁ EL AMPARO DEL 
DERECHO FUNDAMENTAL DE LA SEÑORA LUZ ALMA OSORIO MARTÍNEZ. 
  
XIV. DECISIÓN 
  
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, LA SALA CUARTA DE REVISIÓN DE LA CORTE 
CONSTITUCIONAL, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DEL PUEBLO Y POR MANDATO 
DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA, 
  
RESUELVE 
  
PRIMERO. REVOCAR LA SENTENCIA PROFERIDA, EL 2 DE JULIO DE 
2015, POR EL JUZGADO OCTAVO CIVIL MUNICIPAL DE ORALIDAD DE MEDELLÍN, EN EL 
TRÁMITE DEL PROCESO DE TUTELA T-5.149.274 Y, EN SU LUGAR, NEGAR EL AMPARO DE 
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LOS DERECHOS FUNDAMENTALES DE LA SEÑORA MARÍA EUGENIA GAVIRIA QUINTERO, 
POR LAS RAZONES EXPUESTAS EN ESTA PROVIDENCIA. 
  
SEGUNDO. REVOCAR LA SENTENCIA PROFERIDA, EL 18 DE JUNIO DE 2015, POR EL 
JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE ARJONA (BOLÍVAR), EN EL TRÁMITE DEL PROCESO 
DE TUTELA T-5.151.135 Y, EN SU LUGAR, NEGAR EL AMPARO DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE LA SEÑORA MARIZULY NARANJO PARRA. 
  
TERCERO. TUTELAR EL DERECHO FUNDAMENTAL DE PETICIÓN DE LA 
SEÑORA MARIZULY NARANJO PARRA Y, EN CONSECUENCIA, ORDENAR A LA 
SECRETARÍA DE TRÁNSITO Y MOVILIDAD DEARJONA (BOLÍVAR) RESPONDER EL 
DERECHO DE PETICIÓN PRESENTADO POR ESTA EL 16 DE ABRIL DE 2015, A TRAVÉS DE 
LA CUAL SOLICITÓ UN COMPROBANTE DE LA NOTIFICACIÓN DEL INICIO DEL PROCESO 
CONTRAVENCIONAL ADELANTADO EN SU CONTRA. 
  
CUARTO. REVOCAR LA SENTENCIA PROFERIDA, EL 3 DE JUNIO DE 2015, POR EL 
JUZGADO PROMISCUO MUNICIPAL DE ARJONA (BOLÍVAR), EN EL TRÁMITE DEL PROCESO 
DE TUTELA T-5.151.136 Y, EN SU LUGAR, NEGAR EL AMPARO DE LOS DERECHOS 
FUNDAMENTALES DE LA SEÑORA LUZ ALMA OSORIO MARTÍNEZ. 
  
CUARTO. LÍBRENSE LAS COMUNICACIONES DE QUE TRATA EL ARTÍCULO 36 DEL 
DECRETO 2591 DE 1991, PARA LOS EFECTOS ALLÍ CONTEMPLADOS. 
  
NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE, PUBLÍQUESE EN LA GACETA DE LA CORTE 
CONSTITUCIONAL Y CÚMPLASE. 
  
  
  
GABRIEL EDUARDO MENDOZA MARTELO 
MAGISTRADO PONENTE 
  
  
  
JORGE IVÁN PALACIO PALACIO 
MAGISTRADO 
  
  
  
GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO 
MAGISTRADA 
CON SALVAMENTO DE VOTO 
  
  
  
MARTHA VICTORIA SÁCHICA MENDEZ 
SECRETARIA GENERAL 
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[1]

 En el expediente existe una guía de envío de “notificación” del 26 de agosto de 2014, pero no existe prueba 
de que se haya aportado los soportes de la infracción como lo exige la ley para éste trámite. 
  
[2]

 Sentencia T-583 de 2006, “Esto significa que no es recurso dentro de otro proceso judicial.” 
[3]

 Al respecto, revisar entre otras, las sentencias T-661 de 2007, T-556 de 2010, T-404 de 2010. 
[4]

 Consultar, entre otras, las sentencias SU-544 de 2001, T-599 de 2002, T-803 de 2002, T-273 de 2006, T-
093 de 2008, SU-037 de 2009, T-565 de 2009, T-424 de 2010, T-520 de 2010, T-859 de 2010, T-1043 de 
2010,  T-076 de 2011, T-333 de 2011, T-377A de 2011, T-391 de 2013, T-627 de 2013, T-502 de 2015 y T-
575 de 2015. 
[5]

 Sentencia T-572 de 1992 
[6]

 En este sentido, por medio de la Sentencia T-889 de 2013, se determinó lo siguiente “Por tal razón, el juez 
de la causa, debe establecer si ese mecanismo permite brindar una solución “clara, definitiva y precisa” a los 
acontecimientos que se ponen en consideración en el debate constitucional, y su habilidad para proteger los 
derechos invocados. En consecuencia, “el otro medio de defensa judicial existente, debe, en términos 
cualitativos, ofrecer la misma protección que el juez constitucional podría otorgar a través del mecanismo 
excepcional de la tutela”. 
[7]

 El Artículo 6º del Decreto 2591 de 1991 dispone que “La existencia de dichos medios será apreciada en 
concreto, en cuanto a su eficacia, atendiendo las circunstancias en que se encuentre el solicitante”. 
[8]

 Sentencia T-803 de 2002. 
[9]

 Sentencia T-384 de 1998 y T-206 de 2004. 
[10]

 Sentencia T-822 de 2002, en esa sentencia se cita la T-569 de 1992, que señaló lo siguiente: “De allí que 
tal acción no sea procedente cuando exista un medio judicial apto para la defensa del derecho transgredido o 
amenazado, a menos que se la utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable”. 
[11]

 En la Sentencia T-830 de 2004 la Corte Constitucional manifestó lo siguiente: “El recurso de amparo, como 
sucede en la hipótesis de protección de todos los derechos fundamentales, es subsidiario y residual, lo que 
implica que si la persona cuenta con un medio defensa efectivo a su alcance o, habiendo contado con el 
mismo, de manera negligente lo ha dejado vencer, la tutela devendrá improcedente.” 
[12]

 Sentencia T-194 de 2014. “Conviene destacar que de permitirse que la acción de tutela proceda meses o 
aún años después de proferida la decisión conculcatoria de derechos, se podrían ver involucrados intereses 
legítimos de terceros (Cfr. Sentencias T-016 de 2006, T-158 de 2006, T-654 de 2006, T-890 de 2006, T-905 
de 2006, T-1084 de 2006, T-1009 de 2006, T-792 de 2007, T-594 de 2008 entre otras.) y “los principios de 
cosa juzgada y seguridad jurídica ya que sobre todas las decisiones judiciales se cerniría una absoluta 
incertidumbre que las desdibujaría como mecanismos institucionales legítimos de resolución de 
conflictos.” (Sentencia C-590 de 2005, M.P. Jaime Córdoba Triviño.) Así mismo, se busca evitar “el uso de 
este mecanismo constitucional como herramienta supletiva de la propia negligencia” en la agencia de los 
derechos. (En el mismo sentido, sentencias T-526 de 2005, T-016 de 2006, T-692 de 2006, T-1009 de 2006, 
T-299 de 2009, T-594 de 2008. T-691 de 2009, T-883 de 2009, entre otras.)”. 
[13]

 Sentencias T-1009 de 2006 y T-299 de 2009. 
[14]

 Cfr. Sentencias T-1110 de 2005; T-425 de 2009; T-172 de 2013. 
[15]

 Sentencia SU-339 de 2011; T-172 de 2013. 
[16]

 Artículo 86, Constitución Política de 1991. 
[17]

 Sentencia C-672 de 2001: “Es decir que para esta Corporación, atendiendo el principio de buena fe y la 
presunción de legalidad que ostentan los actos de la administración, amén de tener en cuenta razones de 
seguridad jurídica y de respeto a las situaciones  jurídicas subjetivas que han quedado consolidadas en 
cabeza de una persona mediante decisiones en firme, salvo una evidente violación del ordenamiento jurídico, 
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un acto de carácter particular y concreto solo podrá ser revocado con el consentimiento expreso del 
particular.” 
[18]

 Sentencia C-214 de 1994. “En esencia, el derecho al debido proceso tiene la función de defender y 
preservar el valor de la justicia reconocida en el preámbulo de la Carta Fundamental, como una garantía de la 
convivencia social de los integrantes de la comunidad nacional”.  
[19]

 Sentencia C-980 de 2010.  
[20]

 Ibidem. 
[21]

 Sentencia C-980 de 2010. 
[22]

 Sentencia T-796 de 2006. 
[23]

 Ibidem. 
[24] La facultad sancionadora de la administración, de acuerdo a la Sentencia C-530 de 2003, “es una 
disciplina compleja pues recubre, como género, al menos cinco especies: el derecho penal delictivo, el 
derecho contravencional, el derecho disciplinario, el derecho correccional y el derecho de punición por 
indignidad política o "impeachment". Corte Suprema de Justicia, sentencia 51 de 14 de abril de 
1983. MP Manuel Gaona Cruz, reiterado por la Corte Constitucional. Sentencia C-214 de 1994. 
[25]

 Sentencia C-214 de 1994. 
[26]

 Sentencias C-530 de 2013 y C-214 de 1994. 
[27]

 Véase, entre otras, las Sentencias C-980 de 2010, C-530 de 2010 y C-309 de 1997. 
[28]

 C-371 de 2011. 
[29]

 Sentencia C -025 de 2009, reiterada en la Sentencia T-544 de 2015. 
[30]

 Bernal Pulido, Carlos.  EL DERECHO DE LOS DERECHOS. Escrito sobre la aplicación de los derechos 
fundamentales. Universidad Externado de Colombia, primera edición 2005. (págs. 333-377). Cita extraída de 
la Sentencia T-544 de 2015. 
[31]

Desde ese enfoque, en la Sentencia T-461 de 2003, se indicó que la vulneración de la garantía de 
contradicción “se presenta cuando se impide o niega la práctica de pruebas pertinentes, conducentes y 
oportunas en el proceso”. 
[32]

 C-034 de 2014. 
[33]

  Consejo de Estado, Sección Quinta, 24 de Junio de 2010. 
[34]

 Artículo 2 de la Ley 769 de 2002. 
[35]

 En la Sentencia C-980 de 2010, tras tener conocimiento de una demanda de constitucionalidad, frente al 
aparte resaltado se señala que “interpretando armónica y sistemáticamente el aparte acusado con la regla 
general contenida en el parágrafo 1° del Artículo 129 de la Ley 769 de 2002, y con el texto del propio Artículo 
22 de la Ley 1383 de 2010 (que a su vez modifica el Artículo 135 de la Ley 769 de 2002), la Corte llega a la 
conclusión, de que la obligación atribuida al propietario de tener que pagar la multa, solo puede tener lugar, 
como consecuencia de su vinculación formal a la actuación administrativa, y luego de que se establezca 
plenamente su culpabilidad en la infracción”. 
[36]

 Sentencia C-980 de 2010. 
[37]

Ley 769 de 2002, Artículo 136: “Si el contraventor no compareciere sin justa causa comprobada dentro de 
los cinco (5) días hábiles siguientes a la notificación del comparendo, la autoridad de tránsito, después de 
treinta (30) días calendario de ocurrida la presunta infracción, seguirá el proceso, entendiéndose que queda 
vinculado al mismo, fallándose en audiencia pública y notificándose en estrados (…). 
Artículo 137, inciso 2, “La actuación se adelantará en la forma prevista en el Artículo precedente, con un plazo 
adicional de seis (6) días hábiles contados a partir del recibo de la comunicación respectiva, para lo cual 
deberá disponerse de la prueba de la infracción como anexo necesario del comparendo.” (Subraya fuera del 
texto). 
[38]

 De acuerdo al Artículo 136 de la Ley 769 de 2002, para el pago en caso de aceptar la infracción, sin 
necesidad de otra actuación administrativa, se debe obedecer a las siguientes reglas: 
“1. Cancelar el cincuenta por ciento (50%) del valor de la multa dentro de los cinco (5) días siguientes a la 
orden de comparendo y siempre y cuando asista obligatoriamente a un curso sobre normas de tránsito en un 
Organismo de Tránsito o en un Centro Integral de Atención. Si el curso se realiza ante un Centro Integral de 
Atención o en un organismo de tránsito de diferente jurisdicción donde se cometió la infracción, a éste se le 
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cancelará un veinticinco por ciento (25%) del valor a pagar y el excedente se pagará al organismo de tránsito 
de la jurisdicción donde se cometió la infracción; o 2. Cancelar el setenta y cinco (75%) del valor de la multa, 
si paga dentro de los veinte días siguientes a la orden de comparendo y siempre y cuando asista 
obligatoriamente a un curso sobre normas de tránsito en un organismo de tránsito o en un Centro Integral de 
Atención. Si el curso se realiza ante un Centro Integral de Atención o en un organismo de tránsito de diferente 
jurisdicción donde se cometió la infracción, a éste se le cancelará un veinticinco por ciento (25%) del valor a 
pagar y el excedente se pagará al organismo de tránsito de la jurisdicción donde se cometió la infracción; o 3. 
Si aceptada la infracción, ésta no se paga en las oportunidades antes indicadas, el inculpado deberá cancelar 
el cien por ciento (100%) del valor de la multa más sus correspondientes intereses moratorios. 
Si el inculpado rechaza la comisión de la infracción, deberá comparecer ante el funcionario en audiencia 
pública para que éste decrete las pruebas conducentes que le sean solicitadas y las de oficio que considere 
útiles. 
Si el contraventor no compareciere sin justa causa comprobada dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes 
a la notificación del comparendo, la autoridad de tránsito, después de treinta (30) días calendario de ocurrida 
la presunta infracción, seguirá el proceso, entendiéndose que queda vinculado al mismo, fallándose en 
audiencia pública y notificándose en estrados (…). 
Artículo 137, inciso 2, “La actuación se adelantará en la forma prevista en el Artículo precedente, con un plazo 
adicional de seis (6) días hábiles contados a partir del recibo de la comunicación respectiva, para lo cual 
deberá disponerse de la prueba de la infracción como anexo necesario del comparendo.” (Subraya fuera del 
texto). 
[39]

 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Quinta, Consejera Ponente: Susana 
Buitrago Valencia, Bogotá, D.C., veintidós (22) de enero de dos mil quince (2015). “De entrada, advierte la 
Sala que la naturaleza de las providencias que imponen sanciones por infracciones de tránsito corresponde a 
la de un acto administrativo…el legislador calificó directamente de administrativo a dicho proceso 
sancionatorio, sin que sea viable extenderle categoría jurisdiccional, a pesar de que sus etapas y providencias 
puedan sugerir tal connotación”. 
[40]

 Ley 1437 de 2011, Artículo 138 “Nulidad y restablecimiento del derecho.  Toda persona que se crea 
lesionada en un derecho subjetivo amparado en una norma jurídica, podrá pedir que se declare la nulidad del 
acto administrativo particular, expreso o presunto, y se le restablezca el derecho; también podrá solicitar que 
se le repare el daño. La nulidad procederá por las mismas causales establecidas en el inciso segundo del 
Artículo anterior. Igualmente podrá pretenderse la nulidad del acto administrativo general y pedirse el 
restablecimiento del derecho directamente violado por este al particular demandante o la reparación del daño 
causado a dicho particular por el mismo, siempre y cuando la demanda se presente en tiempo, esto es, dentro 
de los cuatro (4) meses siguientes a su publicación. Si existe un acto intermedio, de ejecución o cumplimiento 
del acto general, el término anterior se contará a partir de la notificación de aquel.” 
[41]

  Ley 1437 de 2011, Artículo 137 “NULIDAD. Toda persona podrá solicitar por sí, o por medio de 
representante, que se declare la nulidad de los actos administrativos de carácter general. 
Procederá cuando hayan sido expedidos con infracción de las normas en que deberían fundarse, o sin 
competencia, o en forma irregular, o con desconocimiento del derecho de audiencia y defensa, o mediante 
falsa motivación, o con desviación de las atribuciones propias de quien los profirió. (…)” 
[42]

 Ley 769 de 2002, Artículo 142. “Recursos. Contra las providencias que se dicten dentro del proceso 
procederán los recursos de reposición y apelación. El recurso de reposición procede contra los autos ante el 
mismo funcionario y deberá interponerse y sustentarse en la propia audiencia en la que se pronuncie. El 
recurso de apelación procede sólo contra las resoluciones que pongan fin a la primera instancia y deberá 
interponerse oralmente y sustentarse en la audiencia en que se profiera. 
Toda providencia queda en firme cuando vencido el término de su ejecutoria, no se ha interpuesto recurso 
alguno o éste ha sido negado.” 
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